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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

—Alessandri Besa, Arturo
—Cantuarias Larrondo, Eugenio
—Cooper Valencia, Alberto
—Díaz Sánchez, Nicolás
—Díez Urzúa, Sergio
—Feliú Segovia, Olga
—Fernández Fernández, Sergio
—Frei Bolívar, Arturo
—Frei Ruiz-Tagle, Carmen
—Hamilton Depassier, Juan
—Hormazábal Sánchez, Ricardo
—Huerta Celis, Vicente Enrique
—Lagos Cosgrove, Julio
—Larraín Fernández, Hernán
—Lavandero Illanes, Jorge
—Martin Díaz, Ricardo
—Matta Aragay, Manuel Antonio
—Mc-Intyre Mendoza, Ronald
—Muñoz Barra, Roberto
—Núñez Muñoz, Ricardo
—Ominami Pascual, Carlos
—Otero Lathrop, Miguel
—Páez Verdugo, Sergio
—Pérez Walker, Ignacio
—Piñera Echenique, Sebastián
—Prat Alemparte, Francisco
—Ríos Santander, Mario
—Romero Pizarro, Sergio
—Ruiz-Esquide Jara, Mariano
—Siebert Held, Bruno
—Sinclair Oyaneder, Santiago
—Sule Candia, Anselmo
—Thayer Arteaga, William

—Valdés Subercaseaux, Gabriel
—Zaldívar Larraín, Andrés
Concurrieron, además, los señores Ministros de Justicia, de Salud, de Vivienda y Urbanismo y de Transportes y Telecomunicaciones.
Actuó de Secretario el señor Rafael Eyzaguirre Echeverría, y de Prosecretario, el señor José Luis Lagos López.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



—Se abrió la sesión a las 10:50, en presencia de 35 señores Senadores.

El señor VALDÉS (Presidente).— En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor VALDÉS (Presidente).— Se da por aprobada el acta de la sesión 15a, ordinaria, en 21 de julio del presente año, que no ha sido observada.

IV. CUENTA

El señor VALDÉS (Presidente).— Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.
El señor HOFFMANN (Prosecretario subrogante).— Las siguientes son las comunicaciones recibidas:
Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados, con los que comunica que ha dado su aprobación a las modificaciones introducidas por el Senado a los siguientes proyectos:


1.— El que modifica el decreto ley N° 3.607, sobre normas que rigen el funcionamiento de vigilantes privados.


2.— El que sustituye las plantas de personal de la Superintendencia de Seguridad Social.


—Se toma conocimiento, y se manda archivar los documentos junto con sus antecedentes.


De la Excelentísima Corte Suprema, con el que emite su opinión acerca del proyecto que modifica la ley N° 18.982, General de Pesca y Acuicultura, con relación a las sanciones aplicables por la comisión de infracciones que indica.


—Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Del señor Ministro del Interior, con el que se refiere a un oficio enviado en nombre del Senador señor Alessandri, relacionado con la conveniencia de declarar a la ciudad de Antofagasta capital de la minería chilena, y denominar a la Segunda Región como "De Antofagasta de la Minería".


—Queda a disposición de los señores Senadores.
El señor LAGOS (Prosecretario).— Ha llegado recién a la Mesa un informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto que aumenta el feriado anual a trabajadores que presten servicios en las zonas extremas del país.


—Queda para tabla.
Declaración de inadmisibilidad


Se ha recibido en Secretaría una moción del Senador señor Andrés Zaldívar, con la que inicia un proyecto de ley que autoriza a la Municipalidad de Estación Central para realizar acciones destinadas a regularizar los títulos de dominio del conjunto habitacional denominado "Villa Portales".


—Se declara inadmisible, por cuanto las normas propuestas corresponden a iniciativa exclusiva de su Excelencia Presidente de la República, conforme a lo establecido en el inciso tercero del artículo 62 de la Carta Fundamental, y al N° 2º del citado precepto constitucional.
El señor VALDÉS (Presidente).— Terminada la Cuenta.

______________
El señor VALDÉS (Presidente).— Por acuerdo de Comités, y encontrándose presente el señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, señor Edmundo Hermosilla, a quien tenemos el agrado de saludar, se tratará en el primer lugar de la tabla el proyecto signado con el número 8, que crea el Fondo de Compensación de Préstamos Hipotecarios para la Vivienda.


Si esta iniciativa fuera aprobada en general, se enviaría a la Comisión correspondiente para su estudio.
El señor SINCLAIR.— Señor Presidente, ¿cuándo se produjo el acuerdo de Comités que Su Señoría menciona? ¿Ayer?
El señor VALDÉS (Presidente).— Hoy en la mañana, señor Senador.
El señor SINCLAIR.— Señor Presidente, no he sido citado, y estoy desde temprano en la Corporación.
La señora FELIÚ.— Señor Presidente, yo hice presente que no se trataba de una reunión de Comités.
El señor VALDÉS (Presidente) — Excúseme, Honorable señor Sinclair, en realidad fue una reunión muy breve.


En vista de la naturaleza del proyecto, ¿tendría Su Señoría alguna objeción para proceder como he anunciado?
El señor SINCLAIR.— No, señor Presidente; no tengo objeción alguna. Lamento, sí, que no se me haya citado.
El señor VALDÉS (Presidente).— También yo lo lamento, señor Senador.


Le ruego excusar la omisión.

V. ORDEN DEL DÍA
CREACIÓN DE FONDO DE COMPENSACIÓN
DE PRÉSTAMOS HIPOTECARIOS PARA LA
VIVIENDA
El señor VALDÉS (Presidente).— Corresponde ocuparse en el proyecto de creación de un Fondo de Compensación de Préstamos Hipotecarios para la Vivienda.


—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 12a, en 20 de julio de 1993.


Informes de Comisión:


Vivienda y Urbanismo, sesión 15a, en 21 de julio de 1994.


Hacienda, sesión 15a, en 21 de julio de 1994.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Esta iniciativa, en segundo trámite constitucional, cuenta con informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, y crea el Fondo de Compensación de Dividendos de Préstamos Hipotecarios para la Vivienda. Fue originada en mensaje del Ejecutivo y calificada de "simple urgencia". La mencionada Comisión deja constancia en su informe de que la mayoría de los artículos requiere del conocimiento de la Comisión de Hacienda y de que el Ejecutivo se comprometió a dar su patrocinio a disposiciones incorporadas que son de su iniciativa.


La Comisión de Hacienda, por su parte, por la unanimidad de sus miembros, propone aprobarlo con las modificaciones que sugiere en su informe.
El señor VALDÉS (Presidente).— En discusión general el proyecto.


Ofrezco la palabra.
El señor FREI (don Arturo).— Señor Presidente, propongo que demos por aprobado en general el proyecto, el que iría de nuevo a la Comisión para segundo informe.
El señor ROMERO.— ¿Me permite, señor Presidente?


Me parece que sería muy interesante que el señor Ministro hiciera una breve exposición sobre el contenido de la iniciativa. Ella es de la mayor importancia, en especial para que no se repitan situaciones que en el pasado fueron extraordinariamente dolorosas, derivadas del problema de los deudores hipotecarios.


Celebraría que el señor Ministro nos ofreciera una síntesis del proyecto, que toca a una materia de mucha importancia.
El señor VALDÉS (Presidente).— Ofrezco la palabra al señor Ministro.
El señor HERMOSILLA (Ministro de Vivienda y Urbanismo).— Señor Presidente, señores Senadores, pensamos que este proyecto tiene una particular importancia, tanto por sus efectos cuanto por el tiempo en que se está tramitando.


En el pasado pudimos observar distintas situaciones que, por el devenir de la economía tanto nacional como internacional, afectó a las personas que mantenían una deuda y que vieron comprometida su capacidad de pago debido a la variación del valor de sus ingresos. Tal proceso ha llevado al Gobierno a hacerse cargo de parte de ese tipo de implicancias. En ese empeño, muchas veces favoreció a personas que no tenían una condición social que ameritara una ayuda.


En ese contexto, se está proponiendo una iniciativa legal que permita a los deudores pagar su dividendo reajustado conforme al índice de remuneraciones, en lugar de hacerlo de acuerdo al sistema de reajustabilidad pactado en el contrato original, siempre y cuando aquel índice resulte inferior al reajuste pactado. Se obliga a pagar la diferencia resultante entre la reajustabilidad de ambas modalidades, una vez que se haya cumplido el plazo original. El proyecto contempla que tal diferencia sea provista por la Tesorería General de la República a aquellas instituciones acreedoras que se acojan al sistema. Se estaría refinanciándolas a ese lapso. Esto no constituye un gasto fiscal, sino que el establecimiento de una fuente de fondos para ser usados en el momento oportuno, una vez que termine el plazo original, siendo el responsable ante la Tesorería General de la República, no el deudor, sino el acreedor, en este caso la institución bancaria mutuaria o la entidad financiera que corresponda.


Con respecto a los montos que estamos proponiendo, se pretende que las personas que se puedan acoger al beneficio sean deudores hipotecarios de hasta mil UF, por viviendas cuyo valor no exceda las mil 500 UF, lo que se hace extensivo a los arrendatarios promitentes compradores, vale decir, a aquellos sujetos a la denominada "ley de leasing", respecto de los cuales se han considerado las mismas cifras.


Además, debe cumplirse con determinados requisitos, esto es, que el acreedor o el arrendador se halle acogido al sistema, el cual es voluntario tanto para la institución como para el propio beneficiario; que la persona no sea propietaria o arrendataria promitente compradora de otra vivienda, dado que solamente pueden acogerse a esta normativa quienes son dueños nada más que de un inmueble, y, finalmente —a nuestro juicio, esto es muy importante—, que el individuo se encuentre al día en el cumplimiento de las obligaciones contractuales, a diferencia de lo que ha ocurrido tradicionalmente, cual es que la ayuda ha estado dirigida a los deudores que han faltado a ese compromiso. Pensamos que esto constituye un mensaje muy claro en el sentido de que sólo podrán acogerse al sistema las personas que se encuentren al día en sus pagos.


Señor Presidente, he hecho una breve reseña de los principales aspectos que contempla el presente proyecto de ley.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Ríos.
El señor RÍOS.— Señor Presidente, el Senado analizará una iniciativa de gran importancia para el país. Estas disposiciones, que han sido estudiadas por mucho tiempo en la Comisión de Vivienda y Urbanismo, vienen a resolver un problema que afecta a una gran cantidad de deudores. No existe ningún bien respecto del cual la responsabilidad financiera se extienda por tantos años como un inmueble al ser comprado.


Cabe destacar que la persona, al momento de asumir su compromiso de pago para adquirir un inmueble, ciertamente está cumpliendo con todas las condiciones crediticias que establece el sistema financiero. Pero, lamentablemente, no ocurre lo mismo después, en el proceso de estar al día en las obligaciones.


Recuerdo que en 1982, cuando en nuestro país —y también en gran parte del mundo— se produjo una situación financiera tremendamente delicada, surgió una enorme cantidad de deudores, llegando a 112 mil en el sistema privado y a cerca de 200 mil en el público. Vale decir, la cifra total fue de aproximadamente 300 mil deudores. Esto se debió a que la gente no pudo seguir pagando con tranquilidad sus dividendos por la situación económica imperante. Pero eso no es responsabilidad de los individuos, sino de la sociedad. Es responsabilidad del deudor en la medida en que éste deje de trabajar en una labor determinada, que es un problema referido a una cuestión distinta: a los seguros de desempleo.


La iniciativa en análisis permite resolver ese aspecto que señalo. Pero, desde mi punto de vista, ¿cuáles son los defectos que ella presenta? Hubiese querido que fuera más amplia. El señor Ministro ha planteado —y así lo establece el proyecto— que sólo se favorecerá a aquellas entidades o personas que se encuentren inscritas previamente o hayan manifestado su deseo de participar en el Fondo. Ciertamente, ello margina a muchos deudores de la alternativa de ser partícipes del sistema, si su entidad financiera no ha querido incorporarse a él. Y eso no me parece bueno, por una razón muy simple: cuando se presentan situaciones financieras en las sociedades o en los países, lo normal es que el Estado actúe frente a esas circunstancias. Y lo que se está haciendo al establecer un Fondo como éste es resolver el problema antes. Eso es todo. Pero se requiere, a mi juicio, más libertad en la materia a fin de que todos los deudores puedan hacerse partícipes del Fondo, que tiene las mismas características de los otros que se han creado en Chile para dar solución a problemas puntuales.


En todo caso, prestaré mi apoyo al proyecto —y lo haré muy entusiasmado—, porque considero que es un primer paso para dar tranquilidad no solamente a aquellas personas que asuman un compromiso por muchos años, sino, además —como en Chile existen normativas, proyectos o planes para la vivienda y no cabe olvidar, por ejemplo, que pronto regirá plenamente la ley del leasing—, al inversionista, a fin de que tenga un cierto grado de seguridad de que serán devueltos los recursos que pone por largos años. Y en esos recursos se incluyen aquellos que manejan las administradoras de fondos de pensiones, los cuales pertenecen a los trabajadores.


En definitiva, creo que de esta forma se armonizan todos aquellos aspectos que hoy día no estaban claramente regularizados y que permiten abrir las puertas de una tranquilidad financiera evidente en todo el proceso de construcción de viviendas en Chile.


He dicho.
El señor OTERO.— ¿Me permite, señor Presidente? Quiero pedir...
El señor HAMILTON.— ¿No acordamos que no habría discusión sobre el proyecto?
El señor OTERO.— Señor Presidente, usted me había concedido la palabra.
El señor VALDÉS (Presidente).— No, señor Senador. El Honorable señor Prat la solicitó con anterioridad.


Tiene la palabra Su Señoría.
El señor PRAT.— Señor Presidente, voy a discrepar acerca de las bondades del proyecto y a alertar sobre el particular.


La iniciativa plantea la creación de un fondo de estabilización de los dividendos hipotecarios que compromete la acción del Estado en la materia. Está inspirada por una muy buena intención, cual es atender un eventual problema en el pago de ellos por parte de los propietarios de las viviendas, en caso de que la tasa de crecimiento de las remuneraciones sea inferior a la inflación, que es el instrumento que regula, hasta el día de hoy, el alza de los dividendos.


Sin embargo, más allá de esa buena intención, es necesario identificar cómo el proyecto envuelve una concepción del Estado a mi juicio equivocada. Éste tiene funciones específicas y muy precisas que se enmarcan en un papel subsidiario, pero el texto en estudio lo considera como una cooperativa o una mutualidad destinada a atender problemas como el expuesto. Ésa es una concepción errónea —repito— con relación al Estado, cuya tarea es abocarse a las necesidades de la sociedad en su conjunto, cuidándose de no invadir las iniciativas individuales. Y este proyecto no cumple ese requisito, dado que implica entrar en el campo de los seguros.


Con el mismo criterio con que se aborda el tema, podría incursionarse en el ámbito de muchas otras eventualidades. Por ejemplo, los exportadores constantemente están corriendo un riesgo cuando envían sus productos a mercados que se encuentran sujetos a variabilidades cambiarias. Porque puede ocurrir que en el lapso que media entre que ellos embarcan su mercadería y ésta llega a destino se produzcan cambios de ese tipo que afecten su negocio. Hoy día existe el seguro cambiario para esos efectos. Por eso, ¿con qué derecho podría negarse a dicha actividad el que pudiera pedir que el Estado participara aportando recursos a un fondo tendiente a crear, igualmente, un seguro al respecto?



También puedo mencionar el caso del productor agrícola, que cuando siembra no sabe qué precio tendrá el producto en el momento en que coseche y deba venderlo.


Hay en esto un proceso de seguro, de bolsas de futuro. Pero ningún sector pretende pedir al Estado que contribuya con recursos del presupuesto a sostener un fondo y el gasto que la actividad aseguradora involucra al materializarse el riesgo cubierto.


En otras palabras, aquí se está tocando un tema sensible, como el habitacional, para invocar una acción del Estado que no corresponde.
El señor FREI (don Arturo).— ¿Me permite una interrupción, señor Senador?
El señor PRAT.— Con el mayor agrado, pero antes quisiera terminar la idea.
El señor FREI (don Arturo).— Es una interrupción muy breve, y dice relación a lo que usted está señalando, Honorable colega, en lo referente a la intervención del Estado.
El señor PRAT.— No tengo inconveniente, Su Señoría.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Arturo Frei.
El señor FREI (don Arturo).— Sólo para aclarar que con el proyecto precisamente se pretende evitar que el Estado intervenga con costo para él. Todos sabemos la cantidad de leyes que se dictaron en el pasado para ir en ayuda de los deudores hipotecarios cuando ya se había producido el conflicto. Por eso, la iniciativa establece normas para precaver de esa situación, y sin costo para el Estado, al contrario de lo que aconteció antiguamente con las leyes de "perdonazo", las cuales sí implicaron un desembolso por parte de él.


Muchas gracias, señor Senador.
El señor PRAT.— En este caso, se contempla un costo si llega a tener lugar el evento de que se trata. En efecto, se crea un Fondo al cual, si se produce la situación contemplada en la iniciativa, el Estado contribuiría con recursos de la nación, a través de la Ley de Presupuestos. Por lo tanto, se está considerando esa opción.


Como decía, el proyecto está invadiendo una actividad aseguradora. Y, en este sentido, incluso podría merecer dudas de constitucionalidad, porque está regulando una materia y amenazando con una intervención en ella de forma tal que afecta la iniciativa individual en el rubro. De generarse un riesgo, el Estado aportará recursos, pero nada se dice de la tasa de interés de éstos. Por lo tanto, ¿con qué garantía podría desarrollarse la actividad aseguradora privada, que se encuentra sujeta a las tasas del mercado, si el día de mañana, por la vía de la fijación de tasas preferentes que permite el proyecto al Estado, puede quedar en una situación comercial desmejorada y desprotegida? Por eso digo que el proyecto suscita dudas en el aspecto constitucional.


Además, me parece que es inoperante, porque está concebido en y para tiempos de normalidad. De hecho, desde hace muchos años, las remuneraciones promedio crecen por encima del alza que experimentan los dividendos, por cuanto van aumentando en términos reales, más allá del incremento de la inflación, que es el instrumento que mide el alza de aquéllos. ¿Qué pasará cuando esto no suceda? El día que en eso no ocurra será porque el país está en crisis, como aconteció en el período 1980-1982, que se citó a modo de ejemplo. ¿Y qué pasa en esas circunstancias? El primero que entra en crisis es el Estado.


Cabe recordar que parte importante de los déficit en las áreas claves, de los cuales hoy día adolece el país, particularmente en la educación, obedecen al hecho de que el Estado, en 1982, debió congelar las subvenciones al sistema educacional precisamente por los efectos de la crisis. Porque, cuando ella surge, el primero que se resiente es el Estado.


En la actualidad, todavía nos lamentamos de las bajas pensiones que se reciben, y a diario se trae a colación el famoso 10,6 por ciento que perdieron en 1985 a raíz del terremoto que afectó a la zona central. Precisamente, ese porcentaje no se otorgó por la crisis económica derivada del sismo que impidió al Estado mantener su nivel de gasto en el área social.


Resulta que ahora se propone una iniciativa que crea un Fondo que, para funcionar, necesita que el Fisco le aporte recursos cuando el país enfrente una crisis, justamente en la situación en que el Estado carecería de recursos para sustentar las normas del proyecto.


Además, concibe la ayuda fiscal en forma absolutamente desfocalizada. Como decía, el texto ha sido ideado para el caso en que la nación deba encarar dificultades económicas, pues no existe otra situación en que los dividendos habitacionales crezcan más que el promedio de las remuneraciones, y no toma en cuenta que, en esas circunstancias, las necesidades sociales serán distintas de las que prevé. En efecto, la población más necesitada estará constituida por aquellos que se encuentren cesantes —en general no corresponden a los que poseen una vivienda o están pagando un dividendo por ella— y por quienes, por el incremento de la inflación, queden al margen de la posibilidad de consumir los elementos sustanciales para su sobrevivencia. En tal eventualidad, habrá que atender la red social, de la cual no formaría parte el Fondo que plantea la iniciativa, pues él tiene por objeto resolver o paliar los problemas de las personas que poseen vivienda, y, normalmente, el sistema social ha de preocuparse de las que carecen de ella. Por lo tanto, el proyecto establece un mecanismo que debería aplicarse en tiempos de crisis, sin atender a que, en esa contingencia, es el Estado el primero al que faltan recursos y cuando con mayor énfasis debe focalizarse la acción social del Gobierno en los sectores más desprotegidos, que precisamente no son los que tienen casa.


En consecuencia, señor Presidente, creo que debe revisarse la conveniencia de llevar adelante esta iniciativa. A mi juicio, al Senado le cabe un rol mucho más ponderado, reposado y analítico que el de la Cámara de Diputados, que debe atender otras sensibilidades. Pienso que nuestra Corporación debe analizar el proyecto en toda su profundidad, definiendo si es función del Estado inmiscuirse en esta materia y, en caso afirmativo, si la que contempla es la forma más correcta y realista de focalizar los recursos públicos, tal como deseamos todos aquí que se haga.


Muchas gracias.
El señor VALDÉS (Presidente).— Debo hacer presente que aún quedan varios Senadores inscritos.


La Mesa aceptó tratar en primer lugar este proyecto, porque se indicó que era de tal naturaleza que sería aprobado sin discusión. Sin embargo, su debate se ha alargado y son numerosos los Senadores que quieren intervenir. Además, como se ha manifestado que reviste gran complejidad e importancia, sugiero que posterguemos su estudio y lo reubiquemos en su lugar original en la tabla, a fin de que sea debatido con la amplitud que requiere, y esperamos contar también con la presencia del señor Ministro cuando corresponda. De lo contrario vamos a pasar toda la mañana discutiéndolo, sin que tengamos la posibilidad de ver el que habíamos acordado tratar primitivamente, que es el relativo a la salud.
El señor HAMILTON.— Señor Presidente, le encuentro toda la razón. Reglamentariamente, debería precederse en esa forma, salvo que hubiera ambiente en la Sala para aprobarlo en general, enviarlo de vuelta a Comisión y debatirlo con motivo del segundo informe, con lo cual aligeraríamos la tabla, aligeraríamos el despacho de la iniciativa y nadie quedaría privado de su derecho a participar.
El señor VALDÉS (Presidente).— Según entiendo, señor Senador, no habría unanimidad en tal sentido.
El señor DÍEZ.— Señor Presidente, no estoy en desacuerdo con el proyecto, pero considero que el Senado no puede sentar el precedente de aprobar una iniciativa tan relevante como ésta sin discusión general. Porque ni siquiera hemos tenido oportunidad de pronunciarnos sobre sus ideas matrices. Por principio, creo que no podemos saltarnos esa instancia, de manera que manifiesto mi oposición a la idea planteada por el Senador señor Hamilton.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Díaz.
El señor DÍAZ.— Señor Presidente, todos entendimos que, por deferencia al señor Ministro de la Vivienda, aquí presente, el proyecto se votaría sin discusión. Además, junto a él se encuentra también en la Sala el señor Ministro de Salud, quien ya vino ayer, y de seguir alargándose el debate, como ha ocurrido hasta ahora, no alcanzaremos a ver las iniciativas para cuyo análisis ha concurrido esta mañana.


Por tal motivo, pido que se cumpla el acuerdo adoptado, considerando que todos estábamos en conocimiento de que se accedía a despachar en primer lugar este proyecto en la medida en que fuera aprobado sin discusión y pasara a Comisión.
El señor VALDÉS (Presidente).— Es lo que se propuso, pero se ha manifestado oposición. De manera que, si le parece a la Sala, se suspendería el debate de la iniciativa, dando las excusas correspondientes al señor Ministro de Vivienda.


Acordado.


—Queda pendiente la discusión general del proyecto.

MODIFICACIÓN DE NORMATIVA SOBRE
INSTITUCIONES DE SALUD
PREVISIONAL
El señor VALDÉS (Presidente).— A continuación, prosigue la discusión particular del proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica diversas disposiciones de la ley N° 18.933, sobre Instituciones de Salud Previsional, que cuenta con segundo informe de la Comisión de Salud.


—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 6ª, en 16 de junio de 1994.


Informes de Comisión:


Salud, sesión 9a, en 5 de julio de 1994.


Hacienda, sesión 9a, en 5 de julio de 1994.


Salud (segundo), sesión 17a, en 3 de agosto de 1994.


Discusión:


Sesiones 11a, en 7 de julio de 1994 (queda pendiente la discusión general); 12a, en 12 de julio de 1994 (se aprueba en general); 20a, en 10 de agosto de 1994 (queda pendiente la discusión particular).
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— En conformidad a lo acordado, las proposiciones de la Comisión recaídas en los números 13, 15 y 16, letra a), del Artículo Primero, por haber sido acogidas por unanimidad en ese organismo, deben darse por aprobadas también en la Sala.


—Quedan aprobadas.
El señor THAYER.— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.
El señor THAYER.— Iba a preguntar si las normas recién aprobadas requieren quórum especial; pero quisiera hacer un alcance que, si se estima del caso, puedo postergar para después.
El señor VALDÉS (Presidente).— Debo recordarle, señor Senador, que en el día de ayer la Corporación acordó dar por aprobadas en la Sala todas las disposiciones que hubiesen sido acogidas en la Comisión por unanimidad, con el quórum correspondiente, sea éste simple o especial.
El señor THAYER.— No tengo ningún inconveniente en eso, señor Presidente. Deseo referirme a otro punto.


No quisiera reabrir un debate, bastante largo, realizado aquí ayer y en el cual no me fue posible intervenir debido a que tuve que asistir a la Comisión de Educación, para participar en la recepción al Consejo Superior de Educación. Sin embargo, revisé la Versión respectiva y, en verdad, he quedado preocupado con la aprobación de una indicación renovada cuyo autor, entiendo, es el Senador señor Errázuriz. Esto, porque la indicación, a mi juicio, no...
El señor VALDÉS (Presidente).— Señor Senador, los Comités me solicitaron encarecidamente que aplicara el Reglamento con rigor, y sus observaciones, por interesantes que se estimen, no corresponden a una norma que esté en discusión en este momento. La indicación a que se refiere Su Señoría ya fue aprobada y no procede reabrir debate sobre la materia.
El señor THAYER.— Acato su determinación, señor Presidente. Sólo quiero dejar constancia de mi preocupación, porque lo que se aprobó ayer es contradictorio y adolece de una seria falla reglamentaria.


Nada más.
El señor VALDÉS (Presidente).— Continuamos, entonces, con la discusión particular del proyecto.


Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Como consecuencia de la aprobación de la propuesta de la Comisión recaída en la letra a) del número 16, quedarían también aprobadas las adecuaciones de referencias efectuadas por ese organismo a la letra b) del mismo número.


—Se aprueban.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— En seguida, la Comisión propone reemplazar el Artículo Cuarto por el que se indica:


"Artículo Cuarto.— Esta ley entrará en vigencia en el plazo de noventa días, contado desde su publicación en el Diario Oficial.


"Los contratos que se celebren con posterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley deberán ajustarse a ella. Igual regla se aplicará respecto de las adecuaciones de contratos.


"Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, el artículo 32 bis regirá desde la vigencia de esta ley.".


Corresponde a la indicación número 38, aprobada por tres votos a favor y uno en contra.
El señor VALDÉS (Presidente).— En discusión el Artículo Cuarto propuesto por la Comisión.


Tiene la palabra la Honorable señora Feliú.
La señora FELIÚ.— Señor Presidente, pido división de la votación, de tal manera que el inciso tercero se vote en forma separada. A esta norma me referiré en el momento oportuno. Respecto de los otros dos, no tengo objeciones.
El señor VALDÉS (Presidente).— Se ha pedido división de la votación.
El señor RUIZ-ESQUIDE.— Señor Presidente, sugiero aprobar los dos primeros incisos y abocarnos a discutir el último.
El señor VALDÉS (Presidente).— Si no hay oposición, se darán por aprobados los incisos primero y segundo.


—Se aprueban.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— El inciso tercero dice así:


"Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, el artículo 32 bis regirá desde la vigencia de esta ley.".
El señor VALDÉS (Presidente).— En discusión.


Tiene la palabra la Honorable señora Feliú.
La señora FELIÚ.— Señor Presidente, los dos primeros incisos del Artículo Cuarto, ya aprobados, establecen que las modificaciones contenidas en la ley serán aplicadas a los nuevos contratos de salud que se celebren con posterioridad a su entrada en vigencia, y que los actualmente vigentes deberán adecuarse a ellas cuando corresponda. El inciso tercero, en cambio, excepciona de esta aplicación a futuro de la ley al artículo 32 bis de la misma, el cual regirá "in actu".


Para entender debidamente el tema, cabría recordar qué son los excedentes. Éstos son aquellas cantidades que exceden    —de ahí su nombre— el monto del plan convenido con relación a la cotización obligatoria de 7 por ciento. Las personas que poseen la calidad de dependientes tienen la obligación previsional de cotizar el 7 por ciento de su remuneración.


Desde esa perspectiva, señor Presidente, se producen pequeñas diferencias entre el costo de los planes y el valor de la cotización obligatoria derivadas o de que el plan que se escoge tenga un precio un poco inferior a la cotización, o de aumentos de sueldos con efecto retroactivo o de gratificaciones que se reciba en algún mes.


La legislación vigente establece que las ISAPRES tienen derecho a percibir la totalidad de las cotizaciones. Y en virtud de lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes —que dice: "En todo contrato se entenderán incorporadas las leyes vigentes al tiempo de su celebración."—, todos los contratos actualmente en rigor quedan bajo la aplicación de estas reglas. En consecuencia, las ISAPRES son dueñas de los excedentes que se produzcan. Respecto del derecho de esas entidades a percibir estos excedentes, un dictamen de la Superintendencia de Instituciones de Salud Previsional —oficio ordinario N° 2.577— reconoce que tales excedentes tienen su origen en la ley y que, por eso, a las ISAPRES les asiste perfecto derecho a percibirlo.


Por consiguiente, señor Presidente, al señalar el inciso tercero del Artículo Cuarto que la norma de los excedentes se aplicará "in actu", se está desconociendo los derechos de las Instituciones de Salud Previsional, incorporados a su patrimonio, que nacen de los contratos celebrados. Tales derechos están protegidos por la garantía constitucional del derecho de propiedad establecida en el artículo 19, número 24°, de la Carta Fundamental, que reconoce expresamente el derecho sobre los bienes incorporales, calidad de los que ahora se discute. Entonces, esta norma, al desconocer tales derechos de las ISAPRES, afecta la garantía del derecho constitucional de dominio, el que, por hallarse estipulado en contratos vigentes, no puede ser ignorado por el legislador. Y, en esas condiciones, cabe aplicar la regla general de los incisos primero y segundo, tocante a que los excedentes deberán reconocerse en los contratos que se celebren o en las adecuaciones de los mismos.


Por lo anterior, señor Presidente, pido que se vote en contra del inciso tercero del Artículo Cuarto del proyecto.


Además, formulo expresa cuestión de constitucionalidad, porque se infringe el artículo 19, número 24° de la Carta Fundamental, la que formulo en virtud del artículo 82, número 2°, de la misma.


He dicho.
El señor THAYER.— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra Su Señoría.
El señor THAYER.— Señor Presidente, solamente para decir que comparto de principio a fin lo manifestado por la Honorable señora Feliú.


Nada más.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra el señor Ministro.
El señor MASSAD (Ministro de Salud).— Señor Presidente, éste es un tema que interesa profundamente a los afiliados a las ISAPRES. Aquí se trata de reconocer su derecho a los aportes que exceden el valor del plan contratado con ellas.


Según los antecedentes de que disponemos, los afiliados a las ISAPRES están pagando alrededor de 5 mil millones de pesos al año por sobre el costo de los programas que han contratado. Los expertos de la Superintendencia de ISAPRES me han informado que ninguna disposición de la Ley sobre Instituciones de Salud Previsional consagra la propiedad de estos excedentes. Ocurre que, ante el vacío legal en ese aspecto particular, dichas Instituciones han tomado como propios —y así lo ha confirmado la Superintendencia— estos excedentes.


Asimismo, vale la pena recordar la asimetría que se produce. Cuando una persona contrata un plan con una ISAPRE y el 7 por ciento de cotización no le alcanza para cubrir su valor, la Institución le cobra de inmediato la diferencia con el costo del programa. Sin embargo, cuando esa diferencia se produce a favor del usuario, ésta queda en propiedad de la ISAPRE.


Por esa razón, señor Presidente, el Ejecutivo es partidario de mantener lo propuesto en el informe.


Muchas gracias.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Díaz.
El señor DÍAZ.— Señor Presidente, este tema lo hemos tratado, por lo menos, una docena de veces. Se ha planteado cada vez que se han propuesto mejoras en las condiciones económicas de algún gremio o sector con efecto retroactivo.


Me parece que entendemos muy bien la situación y el señor Ministro la aclaró más aún. La cosa es muy sencilla: o le damos mayores recursos a las ISAPRES o se los entregamos a los afiliados.


He dicho.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— La Mesa desea expresar que hemos discutido esta materia en varias oportunidades y que, en esta oportunidad, se trata de aprobar o rechazar el inciso tercero del Artículo Cuarto. Cabe señalar que ya se han aprobado los incisos primero y segundo del mismo precepto.
La señora FELIÚ.— Pido la palabra.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— La tiene, Su Señoría.
La señora FELIÚ.— Señor Presidente, deseo plantear a la Mesa que esta norma requiere quórum especial para su aprobación, porque es claramente de seguridad social al referirse a los contratos de salud previsional. Se denominan así. Además, es de carácter obligatorio y se dispone su vigencia "in actu".
El señor RUIZ-ESQUIDE.— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Quiero consultar al señor Presidente de la Comisión de Salud si se discutió oportunamente sobre el rango de esta disposición.
El señor RUIZ-ESQUIDE.— Sí, señor Presidente, pero no llegamos a esa conclusión. Nosotros entendimos que se requiere quórum de aprobación simple y no especial.


A juicio de la Comisión —particularmente en mi opinión—, después de hacer diversas consultas sobre la materia, esta normativa no afecta la seguridad social, por cuanto se refiere a un contrato privado entre la ISAPRE y el afiliado. En consecuencia, no nos parece adecuada esa exigencia.


En segundo lugar, como han expresado el señor Ministro y el Senador señor Díaz —con mucha razón—, el precepto es de una justicia evidente, porque postergar el derecho de los cotizantes sobre los excedentes hasta el término del contrato significa entregárselos a las ISAPRES durante un tiempo determinado. Si un afiliado firma un contrato 48 horas antes de la publicación de la ley, en la práctica la Institución de Salud Previsional recibiría los excedentes durante todo un año, situación totalmente distinta de la de otros afiliados beneficiados por el mecanismo de la ley.


En tercer término, nosotros hemos creído permanentemente que es del todo necesario uniformar lo relativo a los excedentes. Más aún, todos aceptamos la forma en que viene redactado el artículo 32 bis, que es una fórmula de consenso. Pese a que no vamos a insistir sobre el punto, siempre hemos pensado que todo el excedente debe ser de propiedad del afiliado. Y sólo por aceptar la readecuación con el tiempo, por asegurar que el sistema funcione mejor, por procurar una fórmula de consenso, quedándonos con lo menor —por decirlo de algún modo— para no impedir tener algún avance en esta materia, es que acogeremos el inciso tercero en la forma propuesta.


Por tanto, vamos a votar que sí. Y no nos parece (tampoco a la Comisión) que la Senadora señora Feliú tenga razón en cuanto a exigir quórum especial de aprobación. 

El señor THAYER.— Pido la palabra, señor Presidente.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Puede hacer uso de ella Su Señoría.
El señor THAYER.— Señor Presidente, quiero que hagamos lo posible por ver claro en esta norma.


Lo que me preocupa es ajustar el precepto a la garantía constitucional del derecho de propiedad. Es decir, no deseo que este proyecto aparezca modificando un contrato que ya se encuentra celebrado, suscrito y vigente, cuyos efectos, por consiguiente, se han incorporado al patrimonio de los contratantes. Pero, la intervención que acabamos de escuchar al señor Ministro, cuyo dominio en estas materias de salud reconozco y aplaudo, nos presenta un elemento nuevo e importante de considerar. El señala que, de acuerdo con la legislación vigente, las ISAPRES no tienen derecho, en virtud de los contratos celebrados, a los excedentes que se generan, sino que, a falta de una disposición expresa, estarían apropiándose de ellos, situación que, por lo demás, aquéllas no tienen el propósito de mantener, pues no se han opuesto a las modificaciones legales del artículo 32 bis.


Deseo esclarecer que, si esto es así, el reparo de tipo constitucional personalmente no lo encuentro, y estaría rectificando mi intervención anterior, porque estaba en una inteligencia distinta de lo expresado, en cuanto a que, a falta de la modificación legal, estos excedentes pertenecían a las ISAPRES.


En segundo término, señor Presidente, es posible que esto corresponda a una falta de comprensión de mi parte, puesto que no he sido partícipe de la Comisión de Salud.


¿Qué estamos discutiendo? Tenemos aprobados los incisos primero y segundo del Artículo Cuarto, correspondiente a la indicación 38, que establece: "Esta ley entrará en vigencia en el plazo de noventa días, contado desde su publicación en el Diario Oficial.


"Los contratos que se celebren con posterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley deberán ajustarse a ella. Igual regla se aplicará respecto de las adecuaciones de contratos.


"Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, el artículo 32 bis regirá desde la vigencia de esta ley.".


¿Qué quiere decir este último inciso que sea distinto de lo expresado anteriormente? Pienso que, tal vez, desea expresar una cosa diferente; pero lo que dispone es que también el artículo 32 bis rige desde la vigencia de la ley. Entonces, si dice lo mismo, ¿para qué se agrega? Porque si no hubiera inciso tercero, el artículo 32 bis también regiría desde la vigencia de la ley.
La señora FELIÚ.— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— ¿Terminó de hacer uso de la palabra, Honorable señor Thayer?
El señor THAYER.— Sí, señor Presidente, por eso finalicé con una pregunta.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra la Senadora señora Feliú.
La señora FELIÚ.— Señor Presidente, ya que esta ley afectaría a los contratos que deban celebrarse, el Artículo Cuarto dispone, en el inciso primero, que ella no regirá desde su publicación en el Diario Oficial, sino que 90 días después de esa fecha; y el inciso segundo, cuándo van a entrar a aplicarse los preceptos relativos a los contratos, preexistencias, obligaciones de las ISAPRES, etcétera, lo que ocurrirá cuando se celebren los contratos o cuando éstos se renueven o adecuen. Ése es el sistema. La norma no va a regir "in actu" en los contratos, porque si lo hiciera, afectaría los válidamente celebrados y sería inconstitucional.


Por consiguiente, toda esta legislación, excepto lo relativo a los excedentes, se aplicará a los contratos de salud previsional, cuando se celebren, o bien, cuando se adecuen dentro de los plazos que corresponde. Ése es el sistema de la ley.


Por tanto, cuando el inciso final señala que, sin perjuicio de lo anterior, el artículo 32 bis va a regir desde la vigencia de la ley en proyecto, o sea, 90 días después de su publicación, está afectando contratos válidamente celebrados. Y de ahí nace mi objeción de constitucionalidad, pues, en mi opinión, la norma propuesta pasa a llevar derechos de las ISAPRES.


El señor Ministro indicó que le habrían informado que tal derecho no existe o que surgiría de una mera interpretación. La verdad es que existe, y es muy claro. El excedente se genera entre una cotización obligatoria y un plan de salud, y aquélla tiene como fuente el artículo 84 del decreto ley N° 3.500, que establece que los trabajadores todos estarán afectos a las normas de salud, y agrega: "Sin perjuicio de otros ingresos y del aporte fiscal que corresponda, para el financiamiento de dichas prestaciones, deberán enterar," —nótese el carácter obligatorio— "en la respectiva institución de previsión, una cotización del siete por ciento de sus remuneraciones imponibles, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo anterior, la que quedará afecta a las disposiciones de la Ley N° 17.322.", esto es, la que regla el sistema de pago de las cotizaciones de seguridad social.
El señor DÍEZ.— ¿Me concede una interrupción, señora Senadora?
La señora FELIÚ.— Eso mismo fue lo que hizo el dictamen de la Superintendencia, que estableció —a petición del Senador señor Ruiz-Esquide— que esta cotización constituye un derecho de las ISAPRES, reconocido en la legislación.
El señor DÍEZ.— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor MASSAD (Ministro de Salud).— Pido la palabra.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra el señor Ministro.
El señor MASSAD (Ministro de Salud).— No tengo inconveniente en que use de la palabra antes el Senador señor DÍEZ.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor DÍEZ.
El señor DÍEZ.— Señor Presidente, en verdad, no intervine en el debate de esta norma por razones obvias: es imposible estar en todas las Comisiones. No obstante, tengo dudas acerca de lo manifestado aquí,  y me gustaría hacer algunas consultas a fin de clarificar mi criterio respecto de la constitucionalidad del precepto.


En lo personal, de la sola lectura del artículo 32 bis, entiendo que siempre se paga a la ISAPRE el precio del plan convenido, y que en eso consiste la contraprestación recíproca de los servicios. Porque eso es el contrato. Entonces, no se diga que con la norma propuesta se están violando los contratos. El servicio tiene un precio, porque uno puede elegir el más apropiado entre varios programas, y ese precio se paga a la ISAPRE de todas maneras, se exceda o no se exceda el 7 por ciento. Eso es lo contractual. No sé si estoy equivocado o no.


Ahora, cuando el 7 por ciento, que es obligatorio, sobrepasa lo pagado por el contrato, de acuerdo con un criterio de reciprocidad lo lógico es que se otorgue un servicio mayor a elección del usuario, o que se devuelva a éste el excedente. Lo demás constituye un enriquecimiento sin causa. De manera que no veo la inconstitucionalidad alegada. Lo inconstitucional es el enriquecimiento sin causa o que no tiene reciprocidad en la prestación.


En consecuencia, señor Presidente, si estoy en lo cierto, la disposición es perfectamente constitucional. Y, además, no necesita ser aprobada con quórum calificado, porque afecta a las relaciones mutuas entre dos partes de un contrato, y no al sistema previsional en su totalidad.

El señor DÍAZ.— Su Señoría se formuló la pregunta correcta.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra el señor Ministro.
El señor MASSAD (Ministro de Salud).— Después de lo dicho, me parece innecesario intervenir, señor Presidente.


Muchas gracias.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Fernández.
El señor FERNÁNDEZ.— Señor Presidente, con respecto a la constitucionalidad del precepto, debemos tener presente que no estamos ante un contrato entregado libremente al pacto entre las partes. Es un contrato dirigido, en que la ley ha fijado las normas respecto de las cuales se puede pactar, y naturalmente, dice relación a la seguridad social.


Contrariamente a lo señalado por algunos señores Senadores, entonces, no está por entero ligado a la libre contratación de las partes; se halla regulado y establecido por una normativa que contiene disposiciones sobre seguridad social. De manera que no pertenece íntegramente al ámbito del Derecho Privado. Algunas de sus normas están reguladas, y, por tanto, a mi entender, se encuentran amparadas por la garantía constitucional establecida en el número 18° del artículo 19, que consagra el derecho a la seguridad social y señala: "Las leyes que regulen el ejercicio de este derecho serán de quórum calificado.".


En consecuencia, la norma propuesta es de quórum calificado, por incidir en un contrato relativo a la seguridad social que —como dije— está regulado por ley, y no entregado a la libre determinación de las partes.


Ahora, en lo que dice relación al inciso tercero, cabe señalar que, si su sentido es afectar los contratos válidamente celebrados, con efecto retroactivo, sería inconstitucional por cuanto estaría privando de derechos establecidos en un contrato, que, según el Código Civil, constituye una ley para las partes y no puede ser modificada por el legislador sin lesionar el derecho de una de ellas.


Por otra parte, si el objetivo perseguido es darle retroactividad, debo señalar que esto no se logra con el inciso tercero, pues éste no podrá ser interpretado de esa manera, sino de la que señaló el Senador señor Thayer: entendiendo que, simplemente, se vuelve a la regla general. Como es natural, la materia puede ser muy controvertida y debatida, por la cantidad de recursos envueltos, pero es claro que el inciso no tiene efecto retroactivo. Más aún: las normas que establecen tal efecto deben ser expresas, y no pueden vulnerar los derechos establecidos en los contratos.


En suma, señor Presidente, creo que estamos frente a una norma de seguridad social, que debe ser aprobada con quórum calificado —está en juego un contrato legalmente celebrado que no puede ser modificado por la ley—; y, en cualquier caso, si lo que se busca es darle un efecto retroactivo, ello no se logra con su texto actual. La única interpretación admisible del mismo es que se aplica la regla general consignada en el artículo 4°. Ahora, si el sentido buscado es que tenga efecto retroactivo —que, en lo personal, impugno—, su redacción es defectuosa.


He dicho.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Hamilton.
El señor HAMILTON.— Señor Presidente, salvo que me equivoque por falta de conocimientos en la materia, veo el problema en los mismos términos expresados por el Senador señor DÍEZ. La norma no altera ningún contrato. Cuando un trabajador conviene un plan con una ISAPRE, lo hace por un precio determinado, y debe aplicar a eso el 7 por ciento de sus remuneraciones. Normalmente, es posible que deba aportar una cifra superior a ese porcentaje, porque el precio del plan es mayor, dependiendo de la respectiva ISAPRE. Ahora, si se otorga al trabajador un aumento de remuneración, y en consecuencia sube el 7 por ciento legal, como tiene ya pactado un contrato, éste no se modifica. Pero ello no significa que deba entregarse la diferencia producida en beneficio de la ISAPRE.


En consecuencia, la disposición en debate no modifica el contrato entre la ISAPRE y el usuario; simplemente dispone de la parte del 7 por ciento que corresponda al aumento que ha recibido el trabajador. Y ésta puede destinarse a una cuenta especial, a un mejoramiento del plan o —si se autoriza mediante una ley— ser devuelta al usuario. Pero en ningún caso, bajo ningún respecto, tiene la ISAPRE título alguno para apropiársela sin conceder una nueva prestación, porque el contrato se mantiene exactamente igual.
El señor FERNÁNDEZ.— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Hormazábal, quien la había solicitado con anterioridad.
El señor HORMAZÁBAL.— Seré muy breve, señor Presidente.


Pensé que el trámite de la iniciativa terminaría con mayor rapidez y acuerdos más sencillos, en vista del esfuerzo hecho en la Comisión en aras de armonizar opiniones distintas. Particularmente, no me gusta, por ejemplo, el tope de 10 por ciento de excedentes permitidos para la cuenta corriente individual, ni estoy de acuerdo en que se cobre a los afiliados por la mantención de este saldo. No obstante, como me interesa cooperar al despacho del proyecto, estoy dispuesto a no presentar indicación a fin de no dividirlo.


En cuanto a la interpretación en torno de si la norma en discusión es o no es de seguridad social, de nuevo, tenemos divergencias entre abogados. Tiendo a pensar que se aproxima más al tema de la seguridad social. Pero, naturalmente, acepto que hay opiniones distintas, como muchas veces ha sucedido. Y como tras la redacción actual del proyecto hay un gran acuerdo y un muy acucioso trabajo de la Comisión de Salud, propongo aprobar el Artículo Cuarto tal cual está, a fin de permitir la continuidad de una iniciativa que, en último término, trae beneficios objetivos. Si el examen detenido de la Comisión concluye en que no requiere ser aprobado con quórum calificado, aceptemos ese criterio. Y no insistiré en un tema en el cual discrepo con el fin de permitir el despacho del proyecto.


Señor Presidente, con la venia de la Mesa, con todo agrado cedo una interrupción al Senador señor Fernández.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Muy bien, señor Senador, pero antes de cederle la palabra, deseo aclarar que, como consta en el informe, ya en la Comisión la Honorable señora Feliú formuló cuestión de constitucionalidad respecto del inciso tercero de este artículo. De modo que no es un tema que haya sido puesto recién en el debate de la Sala. Ya estaba planteado y debe resolverse.
El señor HORMAZÁBAL.— ¿Me permite, señor Presidente?


Respeto mucho el criterio jurídico de la señora Senadora, pero, por lo demás, podríamos hacer una larga enumeración de oportunidades en que ha hecho expresa reserva de constitucionalidad y en que la Sala ha tenido un criterio distinto. Por ello, apelando al ánimo con que la Honorable colega ha cooperado en la Comisión de Salud, le solicitaría que, una vez más, formulada su frase —casi la conozco de memoria—: "Hago expresa reserva de mi derecho a recurrir al Tribunal Constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 82, número 2°", con lo cual podríamos salvar la situación.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Senador señor Fernández.
El señor FERNÁNDEZ.— Señor Presidente, se ha dicho que la norma en debate no afecta un contrato, que éste permanecería incólume. Eso afirmaron los Senadores señores DÍEZ y Hamilton. Pero, si estamos a las resultas de un contrato, entonces no tiene sentido dictar una ley que obligue a la ISAPRE a devolver excedentes. Porque si el contrato estableciera dicha devolución, lisa y llanamente, habría que aplicarlo. ¿Por qué se ha propuesto dictar una norma? Porque se desea modificar las disposiciones contractuales, un contrato en el cual no hay un precio fijo, sino un valor pactado en la forma que la ley señala. De acuerdo con ésta, el 7 por ciento es obligatorio respecto de todas las remuneraciones. No es un problema ajeno a la ley; las partes no pueden pactar algo distinto.


En consecuencia, necesariamente se está enmendando una norma contractual. De otra manera, de aceptarse la argumentación del Honorable señor DÍEZ, no sería necesario aprobar una disposición especial; bastaría aplicar el contrato y pedir la restitución de los fondos que exceden a la cantidad del 7 por ciento. Pero, como algunos han estimado necesario modificar dicha relación contractual, han respaldado la norma legal en cuestión. De manera que sí se afecta un contrato válidamente celebrado.


He dicho.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.
El señor RUIZ-ESQUIDE.— Señor Presidente, deseo referirme a tres puntos.


En primer lugar, es efectivo que, tal como señaló la Mesa, en el informe de la Comisión se dejó constancia de la posición de la Senadora señora Feliú en esta materia. Pero eso no invalida lo que expresé cuando el señor Presidente me consultó, porque el resto de la Comisión tuvo otro criterio y votó favorablemente la indicación 38.


En segundo término, sin entrar en el debate técnico     —no soy quien para pronunciarme respecto de la constitucionalidad de la norma—, quiero manifestar que, de acuerdo con el informe, en ningún momento del largo y difícil trámite de la iniciativa, ni durante la discusión del primitivo proyecto, publicado como ley en 1981, ni en el transcurso del debate del que hoy nos ocupa, enviado hace dos años y medio al Parlamento, se planteó una objeción de tal naturaleza para los efectos pertinentes.


En tercer lugar, se hizo referencia específica a un documento de la Superintendencia de Instituciones de Salud Previsional la cual, en respuesta a una solicitud mía, señala que no nos encontramos ante una situación de enriquecimiento sin causa —fue mencionado por la Senadora señora Feliú—, porque el origen de aquél es, precisamente, la ley.


Al respecto, estamos usando términos no unívocos, porque nosotros planteamos que en la formulación de los contratos o en la forma en que éstos se hacían, la ley permitía el error de que los excedentes recibidos por las ISAPRES no generaran una contraprestación. En ese sentido, el informe es parcial, porque no da respuesta a algo que sí hemos sostenido: que más allá de eso, si una ISAPRE recibe dinero de parte de un afiliado sin la debida contraprestación, evidentemente, estamos frente a un enriquecimiento que, al menos, no se aviene con la justicia, sin perjuicio de que la respuesta de la Superintendencia esté plenamente ajustada a Derecho en los términos en que quiere contestar.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra el señor Ministro.
El señor MASSAD (Ministro de Salud).— Señor Presidente, para aclarar algunas interrogantes planteadas en la Sala, cabe señalar que el sistema funciona del siguiente modo: el afiliado pacta con la ISAPRE un programa por un cierto precio. Éste se calcula de manera que, normalmente, el 7 por ciento de aporte del afiliado alcance a financiarlo. Tan así es que si, por algún motivo, su renta disminuye, la ISAPRE le cobra la diferencia para cubrir el precio global del programa. En cambio, a pesar de haberse pactado un precio determinado y de que se cobren las diferencias cuando la ISAPRE recibe menos de ese 7 por ciento, si tal porcentaje excede el valor acordado, el sobrante no se devuelve al afiliado. Es decir, lo que se pacta es un precio y no un porcentaje de la remuneración, pues, en este último caso, la ISAPRE no tendría derecho a cobrar diferencias si el 7 por ciento resultase inferior al precio del programa.


Por lo tanto, la situación es clara: hay un vacío no resuelto en la ley; y la forma de resolverlo, según el parecer del Ejecutivo, consiste en dar al afiliado, desde el primer momento, un derecho patrimonial sobre los excedentes del 7 por ciento pactado como base del programa. Y ello deberá establecerse al firmar el respectivo contrato, por cuanto allí se le desconoce tal derecho.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Díez.
El señor DÍEZ.— Señor Presidente, no me he referido al artículo 32 bis desde el punto de vista mencionado por el señor Ministro. Hay una situación no reglada, la cual no puede interpretarse en perjuicio de una de las partes. Si rige el 7 por ciento, cuando éste no alcanza a pagar el costo total del programa, entonces la ISAPRE corre el riesgo; y, conforme a esa interpretación, toda vez que se produjeren excedentes de la cotización legal en relación con el precio del plan convenido, ellos serían de cargo de aquélla. Pero no es dable sostener que si el 7 por ciento no llega a cubrir el valor, el afiliado debe pagar la diferencia a la ISAPRE, y si excede, ésta no devuelva el sobrante. No es justo. En mi opinión, hay enriquecimiento sin causa, porque no existe reciprocidad en las prestaciones. Si se estimó que éstas tenían un precio, éste es el que deben contratar las partes.


A mi juicio, la norma —que viene a llenar un vacío— no es inconstitucional, sino, por el contrario restablece el espíritu de equidad que la Constitución y el orden jurídico desean para las personas y para las partes que intervienen en un contrato. Por eso me inclino en favor del artículo.


En relación con el derecho de propiedad, lo que realmente lo afecta es la disminución que se puede producir en el patrimonio del individuo, por cuanto si el plan de salud convenido tiene un precio y, al aumentar su remuneración las prestaciones no varían, no es lógico pagar más por aquél.


En mi opinión, la disposición viene a restablecer la justicia. Si se pretende aplicarla con efecto retroactivo, es un problema distinto. Ella dice "Toda vez que se produjeren excedentes", o sea, se refiere a los que se originen desde la promulgación de la ley hacia adelante. Otra cosa es que entremos a analizar qué efectos produce la ley respecto de situaciones pasadas. A mi juicio, sería preferible una disposición sustantiva y que se dejara a los tribunales la determinación de si es o no es aplicable con efecto retroactivo. Nosotros no podemos tomar una resolución para la cual no contamos con los antecedentes suficientes.
El señor FERNÁNDEZ.— ¿Me permite una interrupción, señor Senador?
El señor DÍEZ.— Con el mayor gusto, con la venia de la Mesa.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Fernández.
El señor FERNÁNDEZ.— Señor Presidente, en relación con lo señalado por el Senador señor Díez, ocurre que la norma hacia el futuro no tiene problemas de constitucionalidad, porque rige para situaciones que se van a presentar en nuevos contratos.
El señor DÍEZ.— No, señor Senador. Desde la vigencia de la ley en adelante se regula el vacío, y la norma puede aplicarse una vez que ésta empiece a regir. Si el contrato dijera que el precio de la prestación tiene como base un mínimo de 100 mil pesos y un máximo de 7 por ciento de la remuneración, entonces el mismo estaría siendo afectado. Pero si éste, lisa y llanamente, señala un valor y la ley rige in actu, no habría problema en tal sentido.
La señora FELIÚ.— ¿Me permite una interrupción, señor Senador?
El señor DÍEZ.— Es decir, desde el momento en que entra en vigencia, se aplica la norma y se llena el vacío legal. Y eso, a mi juicio, no implica que la ley tenga efecto retroactivo.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Puede continuar el Honorable señor Fernández.
El señor FERNÁNDEZ.— Señor Presidente, en cuanto a los contratos que se celebren en el futuro, sin duda alguna, la norma corresponde a nuestro ordenamiento jurídico, no tiene vicios de inconstitucionalidad y es perfectamente válida. La discusión se plantea respecto de aquéllos ya suscritos. ¿Qué ocurre con el excedente? A mi entender, si la norma determinase su destino, sería inconstitucional, al afectar un contrato válidamente celebrado. No me pronuncio acerca de quiénes son los dueños de esos excedentes, porque ello deberá determinarse en el convenio mismo. Es posible que los interesados estipulen la restitución de aquéllos en el contrato. Sin embargo, si la ley empieza a fallar anticipadamente el juicio —vale decir, incursiona en la relación entre las partes, que es lo que efectivamente ocurre—, eso le da el carácter de inconstitucional. En cambio, si no se dictara esta norma con efecto retroactivo, la cuestión quedaría entregada a la determinación de los tribunales, por tratarse de contratos válidamente celebrados.


Ése es mi criterio; y muchas gracias por la interrupción, señor Senador.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Alessandri.
El señor ALESSANDRI.— Señor Presidente, ¿fue aprobado el artículo 32 bis?
La señora FELIÚ.— Sí, señor Senador.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Sólo han sido aprobados los incisos primero y segundo...
El señor ALESSANDRI.— Pero del artículo Cuarto, señor Presidente. El 32 bis ya fue aprobado.
La señora FELIÚ.— Así es, señor Senador.
El señor ALESSANDRI.— Entonces, señor Presidente, lo que estamos discutiendo es si el artículo 32 bis regirá desde la entrada en vigencia de la ley o 90 días después, materia a la cual nadie se ha referido. No sé con qué finalidad debatimos su constitucionalidad o si tiene efecto retroactivo. A mi juicio, debemos limitarnos a analizar si conviene que rija in actu o 90 días después. Ésa es la discusión.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Thayer.
El señor THAYER.— Señor Presidente, como el asunto se encuentra suficientemente debatido, podría someterse a votación. Sin embargo, si es posible, conviene evitar futuros juicios.


En cuanto al tercer inciso del artículo Cuarto en debate, pienso que algunos señores Senadores le han dado un alcance distinto al contemplado en su texto. Éste señala únicamente que el artículo 32 bis regirá desde la vigencia de la ley, que es lo mismo que prescribe el primer inciso de la norma en análisis. No hay ninguna modificación. ¿Qué subsiste, en cambio? Una cuestión regida por la Ley de Efecto Retroactivo de las Leyes y que el precepto en cuestión no aclara: si acaso los excedentes que se generen como consecuencia de un contrato ya celebrado, pero que aún no se han producido, se incorporan o no se incorporan al patrimonio de quien lo suscribió. Podría haberse dictado una norma interpretativa que fijara un alcance distinto. Eso no se hizo. Y el inciso primero del artículo Cuarto establece que la ley regirá en el plazo de 90 días, contado desde su publicación, lo que es una repetición de la norma del artículo 32 bis.


Por consiguiente, si debo pronunciarme me da absolutamente lo mismo que subsista o no el inciso tercero, por cuanto éste reitera lo ya dispuesto. Lo demás lo rige la Ley de Efecto Retroactivo de las Leyes, y tendrán que resolver los tribunales.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— En verdad, después de la discusión que hemos escuchado, se advierte que existen puntos de vista bastante distintos. La Comisión, en su momento, no se pronunció estrictamente respecto del tema de la constitucionalidad, sino que definió determinadas perspectivas.


En consecuencia, votaremos el inciso tercero del artículo Cuarto sobre la base de lo que determinó previamente la Comisión, sin perjuicio, naturalmente de lo establecido en el número 2° del artículo 82 de la Constitución Política.


En votación.


—(Durante la votación).
El señor DÍAZ.— Señor Presidente, por los veinte argumentos que se han dado durante seis meses hasta la fecha, voto que sí.
El señor DÍEZ.— Señor Presidente, porque creo que la iniciativa debe regir in actu y que viene a llenar un vacío no resuelto en la actual legislación ni —según he sido informado— en el texto de los contratos, voto que sí.
La señora FELIÚ.— Señor Presidente, en realidad, la Comisión de Salud —que integro— no se pronunció acerca del rango de la disposición ni la entendió de quórum calificado por ser relativa a seguridad social. Sin embargo, al analizar el problema, no tengo duda alguna que lo es. Y quiero recordar al Senado que en una norma —me parece que fue la última, entre las numerosas que ha aprobado— del proyecto de plantas de personal de la Superintendencia de Seguridad Social, se estableció una regla expresa respecto del aumento retroactivo de las remuneraciones, para los efectos de que no se generaran excedentes o dar a éstos un destino determinado. La norma correspondiente fue aprobada con quórum calificado, porque, precisamente, se dijo que era un precepto relativo a seguridad social.


Y ello confirma que esta otra disposición tiene ese mismo carácter, pues dice relación a la vigencia de la ley sobre excedentes.


En segundo término, se aduce que no tiene fundamento, que hay un vacío del legislador. No hay tal vacío. Hay un sistema, bueno o malo, que establece una cotización obligatoria de 7 por ciento. Y esta norma relativa a los excedentes regula algo muy importante respecto de los mismos: que los excedentes y los planes no pueden tener una diferencia superior a 10 por ciento sobre la cotización.


Admitir lo que aquí se señala, en el sentido de que la ISAPRE sólo tiene derecho a percibir el valor del plan, equivale, en el hecho, a derogar el artículo 84 del decreto ley 3.500, que fija la cotización obligatoria. En este caso, si una persona que tiene una cotización de 20, coge un plan de 5 —por tener buena salud, ser muy joven o pensar que no se va a enfermar—, se le devuelven los 15, con lo cual se deja sin efecto la cotización obligatoria.


En tercer lugar, todos los proyectos de ley aprobados que dan destino especial a estos excedentes para los aumentos de remuneraciones del sector público, con efecto retroactivo, confirman o corroboran que no hay un vacío. Hay una norma vigente que obliga a una cotización de 7 por ciento. Si el plan es superior, el aporte a la ISAPRE también lo será; pero si es inferior, lo percibirá esta institución. Pero como se presume que las personas son razonables, lo normal es que quienes coticen obligatoriamente cinco mil, suscribirán un plan lo más cercano a esta cantidad. Por esa razón, las diferencias o excedentes son muy bajos, y la iniciativa, previendo que no se produzca en el hecho una modificación a la cotización obligatoria, establece que no puede haber una diferencia superior a 10 por ciento.


Por tales consideraciones, por estimar que la norma, tal como está, podría afectar los contratos válidamente celebrados antes de su vigencia, y creer que todo ello debe regirse por el inciso segundo del artículo 4° ya aprobado, voto por la supresión del inciso tercero.
El señor FERNÁNDEZ.— Señor Presidente, votaré negativamente la norma por considerar que afecta contratos válidamente celebrados, los que no pueden serlo sin incurrir en inconstitucionalidad. Concuerdo en que el precepto se aplique en el futuro en los nuevos contratos sobre esta materia.
El señor HAMILTON.— Señor Presidente, a mi juicio, el 7 por ciento es parte de la remuneración del trabajador, y le pertenece. Si hay algún derecho de dominio, es del trabajador, pero, eso sí, no puede destinarlo a lo que él quiera, sino que está obligado, de acuerdo con la ley, a utilizarlo en salud.


En seguida, hay otra etapa que es un contrato individual entre el trabajador y la ISAPRE, mediante el cual ésta se compromete por un precio determinado a prestar un servicio. Si el precio supera el 7 por ciento, debe ponerlo el trabajador; si, en cambio, el valor del plan es inferior, la diferencia no puede ser de la ISAPRE, porque no está dando la contrapartida. Y el proyecto no pretende que vuelva a los bolsillos del trabajador, sino que quede a disposición de la institución para destinarlo a la salud de aquél, en alguna de las formas que determine.


En consecuencia, voto que sí, porque otra cosa me parecería una gran injusticia.
El señor HUERTA.— Comparto las aprensiones del Honorable señor Fernández.


Voto que no.
El señor MATTA.— Voto a favor, para establecer las debidas compensaciones entre ISAPRE y afiliados.
El señor PIÑERA.— Señor Presidente, en esta discusión ha habido malos entendidos que se repiten una y otra vez. Por ejemplo, cuando se establece un tope de 10 por ciento entre lo que la persona cotiza y el plan que contrata, que es precisamente el excedente, no significa que si éste fuera mayor quedaría en poder de la ISAPRE, sino que, al momento de celebrar el contrato, ninguna persona puede suscribir un plan cuyo costo sea inferior en más de 10 por ciento a su cotización obligatoria. Si no existiera ese límite, cualquiera podría contratar un plan por un valor de uno por ciento de su renta, con lo cual la obligación de cotizar 7 por ciento perdería toda vigencia. Pero si posteriormente, estando vigente el contrato, a una persona le aumentan su renta, le otorgan bonos o asignaciones, generando un excedente mayor a 10 por ciento, la totalidad de ese excedente, de acuerdo con esta iniciativa, beneficiará al usuario y no a la ISAPRE. Y con esto quiero corregir una observación sistemática del Colegio Médico, que no ha logrado comprender el significado de este punto.


Por otra parte, hago presente que existen dificultades con la aplicación inmediata de esta norma. Por eso, creo que una solución es que el usuario perciba los beneficios desde ahora, debiendo, sí, disponer, de acuerdo con la misma ley, del destino que dará a esos excedentes.


Tengo una sola duda: si acaso una ley puede modificar los derechos y obligaciones contemplados en un contrato vigente. Por esa razón, considero justo que el excedente sea en favor del usuario. Me encantaría que ello fuera a partir de ahora, pero eso, a mi juicio, debe regularse contractualmente entre las partes. Por eso, la ley debe disponer que todo nuevo contrato favorecerá al usuario.


Por tener una duda de constitucionalidad, sin perjuicio de estar de acuerdo con el sentido de la indicación, me voy a abstener respecto de cuál es la correcta entrada en vigencia.
El señor PRAT.— Señor Presidente, yo suscribo cabalmente las palabras del Senador que me antecedió en el uso de la palabra, y en tal sentido, me abstengo.
El señor RUIZ-ESQUIDE.— Señor Presidente, por las razones que reiteradamente aquí se han dado —algunas de las cuales esgrimí hace un momento— voy a votar favorablemente, y sólo quiero dejar establecidas dos cosas.


Primero, que las críticas hechas por el Colegio Médico en esta materia apuntan a otro aspecto de la cuestión. Quiero, además, levantar la aseveración de que esa entidad gremial no entiende el tema. Creo que si hay alguien que entienda lo que pasa en las ISAPRES son precisamente quienes trabajan con ellas.


Y segundo: también reconozco el derecho de todos los señores Senadores a cambiar de opinión respecto de la constitucionalidad o del fondo de las cuestiones. Pero deseo dejar constancia, para los efectos del informe evacuado por la Comisión, de que el Senador que manifestó dudas acerca de la constitucionalidad —y me parece razonable, bueno y conveniente que evolucione en su pensamiento—, votó favorablemente esta indicación en la Comisión, sin formular cuestionamiento alguno.
El señor SINCLAIR.— Señor Presidente también estoy absolutamente convencido de que los excedentes que se produzcan debieran quedar en manos de los usuarios. Sin embargo, mi duda reside en cuál es la incidencia que tendrá la norma en los contratos vigentes. Por esta razón, me abstengo.
El señor THAYER.— Señor Presidente, después de haber escuchado con atención todo el debate, votaré también favorablemente la mantención del tercer inciso, y brevemente daré a conocer mis razones.


Creo que el tercer inciso no aporta nada nuevo respecto de lo que dice el primero, y podría no existir, pero, en vista de las dudas que se han suscitado, apoyaré su permanencia y quiero dar a conocer el sentido que, personalmente, asigno a esta disposición.


De acuerdo con la ley de efecto retroactivo de las leyes, se entiende que los contratos incorporan la legislación vigente al momento de su celebración. Por consiguiente, si acaso no hubiera ninguna disposición, podría pensarse que los excedentes ya producidos hasta el momento de vigencia de la ley en un contrato celebrado anteriormente, y los que se produzcan después de esa vigencia, seguirán siendo de propiedad de las ISAPRES, según la inteligencia que se ha dado a una disposición legal que carece de claridad. Al establecerse expresamente esta norma, no se está atentando, primero, contra el derecho de propiedad, porque no se trata, en mi concepto, de excedentes ya incorporados al patrimonio del contratante beneficiario; pero sí se está modificando la norma común del artículo 22 de la ley de efecto retroactivo de las leyes, disponiendo que los excedentes que se produzcan a continuación de la vigencia de esta ley, se regirán por ese artículo 22, y no solamente por éste, a contar de la fecha de expiración del respectivo contrato.


Creo posible modificar la ley de efecto retroactivo de las leyes sin alterar el derecho de propiedad, si se legisla en relación con excedentes que son expectativas por producirse en el futuro y no existentes en el momento de vigencia de la ley.


Por eso, voto favorablemente el inciso.
El señor ZALDÍVAR (don Andrés).— Señor Presidente, voy a votar que sí, dejando constancia, primero, que, como muy bien se ha señalado ya, ésta es una materia en la cual hay un vacío. Y cuantos han intervenido a lo largo del debate han considerado de justicia que estos recursos, estos excedentes, vayan en beneficio del trabajador.


En segundo término, es efectivo que, como lo expresó el Honorable señor Díez, aquí habría un enriquecimiento sin causa que es conveniente regular, y que es lo que, a mi juicio, pretende la ley.


En tercer lugar, en ninguno de los contratos se establece que los excedentes favorecerán a las ISAPRES. No hay cláusula alguna que consigne tal cosa. Por consiguiente, tampoco es materia regulada por contrato.


Hay duda sobre si los excedentes deben ir en favor de los afiliados. Se entiende que es de justicia hacerlo, y se determina que hay enriquecimiento sin causa para la ISAPRE si acaso se apropia de los excedentes.


Por lo tanto, la vigencia de la ley, en el momento de su publicación, no está afectando las cláusulas contractuales ya celebradas, sino regulando una materia que no se visualizó en su momento. En consecuencia, tampoco hay vulneración de ningún derecho adquirido.


Por todas esas razones, considero procedente, conveniente y de justicia la aplicación de la ley.


Por eso, voto que sí.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Terminada la votación.


—Se aprueba el inciso tercero del Artículo Cuarto (16 votos por la afirmativa, 6 por la negativa, 4 abstenciones y 2 pareos).


Votaron por la afirmativa los señores Díaz, Díez, Frei (don Arturo), Frei (doña Carmen), Hamilton, Lagos, Lavandero, Matta, Mc-Intyre, Muñoz Barra, Núñez, Páez, Pérez, Ruiz-Esquide, Thayer y Zaldívar (don Andrés).


Votaron por la negativa los señores Cooper, Feliú, Fernández, Huerta, Martin y Siebert.


Se abstuvieron los señores Piñera, Prat, Ríos y Sinclair.


No votaron, por estar pareados, los señores Alessandri y Romero.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— En seguida, la Comisión propone por unanimidad reemplazar el Artículo Quinto por el siguiente:


"Artículo Quinto.— Facúltase al Presidente de la República para que dentro del plazo de un año, contado desde la publicación de la presente ley, mediante decreto, expedido a través del Ministerio de Salud, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.933, con excepción de su artículo 7°, que aparecerá con el texto que se indica en el inciso tercero de este artículo.


"El Presidente de la República, al ejercer la facultad que le confiere el inciso anterior, podrá incorporar las modificaciones y derogaciones contenidas en la presente ley y otras de que haya sido objeto, así como los cambios de referencia que sean consecuencia de ellas; reunir en un mismo texto disposiciones directa y sustancialmente relacionadas entre sí que se encuentren dispersas; introducir cambios formales, sea en cuanto a redacción, a titulación, a ubicación de preceptos y otros de similar naturaleza, para mantener la correlación lógica y gramatical de las frases; pero todo ello sólo en la medida en que sean indispensables para su coordinación y sistematización.".


Este artículo fue aprobado por unanimidad.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Sobre la base del acuerdo de procedimiento adoptado, queda aprobado el Artículo Quinto.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Respecto del Artículo Séptimo, inciso primero, la Comisión deja constancia de que pasa a ser el que se establece en el número 1 del Artículo Primero de esta iniciativa.


Como recién se expresó, todas esas normas fueron aprobadas por unanimidad.


—Queda aprobado.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— A continuación, la Comisión, por tres votos contra dos, sugiere aprobar como Artículo Tercero transitorio, nuevo, el siguiente:


"Artículo Tercero.— La modalidad de atención establecida en los incisos finales del artículo 33, sólo entrará en vigencia una vez que se publique el reglamento a que se refiere dicho artículo y se aprueben las condiciones a que hace referencia la citada norma, por los respectivos Secretarios Regionales Ministeriales.".


Esta norma fue incorporada a propósito de la aprobación de la indicación número 17.
La señora FELIÚ.— Pido la palabra.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— La verdad es que este artículo debiera ser eliminado, porque no se aprobó la norma correspondiente que él pretendía reglamentar: el artículo 33.
La señora FELIÚ.— Exacto.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Si le parece a la Sala, lo eliminaríamos.


Acordado.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Me informan que cuando se aplicó el artículo 124 del Reglamento, la Secretaría dejó constancia de que los artículos que fueron objeto de indicaciones rechazadas o retiradas, que es el caso del Artículo Primero, números 11, 14 y 17, quedaron para ser considerados al final. Estas indicaciones fueron rechazadas y no han sido renovadas con las firmas reglamentarias, así como tampoco por el Presidente de la República.


En la sesión pasada, el Honorable señor Díez formuló un planteamiento reglamentario respecto de otro proyecto. La Sala hizo una observación sobre este asunto, y ayer la Secretaría dejó constancia de que esta materia quedaba pendiente. Por eso, a juicio de la Secretaría —por lo menos de quien habla— estos preceptos debieran darse por aprobados automáticamente.
El señor DÍEZ.— Pido la palabra, señor Presidente.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Puede hacer uso de ella Su Señoría.
El señor DÍEZ.— Para evitar una eterna discusión reglamentaria, mientras no se dicte una disposición aclaratoria, pido a la Mesa que solicite a la Sala que demos por aprobadas estas normas.
La señora FELIÚ.— Exacto.
El señor DÍEZ.— Pero no hagamos la interpretación de que se aprueban automáticamente, porque no es la ajustada.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— En consecuencia, si le parece a la Sala, y sobre la base de lo que se ha conversado, daríamos por aprobado el Artículo Primero, números 11, 14 y 17, respecto de los cuales no se renovaron indicaciones o ello no fue hecho oportunamente.


Aprobado.


Por lo tanto, queda terminada la discusión del proyecto.
El señor MASSAD (Ministro de Salud).— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra el señor Ministro de Salud.
El señor MASSAD (Ministro de Salud).— Con su venia, deseo agradecer al Senado el trabajo realizado en el despacho de este complejo proyecto de ley. A pesar de que se buscó la posibilidad de consignar en esta iniciativa sólo aquellos aspectos en los que había acuerdo, es obvio que la naturaleza de los temas abordados llevó a presentar indicaciones y a rediscutir muchas materias. Por eso, reitero mis agradecimientos a los señores Senadores por la buena voluntad manifestada para despachar esta iniciativa en el día de hoy.


Muchas gracias.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Agradecemos también al señor Ministro su presencia en la Sala, así como también el hecho de que haya aportado luces sobre diversas e importantes materias relacionadas con este proyecto.

______________
El señor DÍEZ.— ¿Me permite, señor Presidente, antes de que pasemos a tratar el otro proyecto?
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor DÍEZ.
El señor DÍEZ.— Señor Presidente, solicito a la Mesa agregar a la cuenta el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre erradicación de personas menores de edad en los establecimientos penitenciarios de adultos.





Hago presente que la "simple urgencia" vence el 14 de agosto, por lo que pido a la Mesa realizar las gestiones del caso para que sea retirada, con la promesa del Senado de despachar la iniciativa en la primera oportunidad, porque ya cuenta con informe de la Comisión respectiva.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Si le parece a la Sala, se incorporará a la Cuenta el informe mencionado.


Acordado.
El señor DÍEZ.— Gracias, señor Presidente.

______________

El señor LAGOS.— Pido la palabra para algo similar, señor Presidente.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Puede hacer uso de ella Su Señoría.
El señor LAGOS.— Como el señor Presidente sabe, junto con el Honorable señor Sule, represento al Senado en el Consejo Nacional para Control de Estupefacientes. Al respecto, existe gran preocupación por la demora en el despacho del informe de la Comisión Mixta sobre el proyecto que sanciona el tráfico ilícito de sustancias sicotrópicas. Los medios de comunicación señalan todos los días la urgencia que existe para que tanto el Poder Judicial como la autoridad cuenten con una normativa legal sobre la materia.


Por lo tanto, rogaría a la Mesa colocar este asunto en el primer lugar de la tabla de hoy, con el objeto de que podamos tratarlo, porque es de fácil despacho.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Señor Senador, lamento no poder cambiar la tabla del Orden del Día. Ya lo hicimos presente con motivo de que empezó a debatirse un proyecto relacionado con el tema de la vivienda. Y sobre la base del acuerdo adoptado por los Comités, acordamos respetar esa tabla, pero ello es sin perjuicio de que una vez terminada la discusión del proyecto signado con el número 2, que tiene "Suma Urgencia", podamos considerar nuevamente la petición de Su Señoría.

ESTATUTO DE ATENCIÓN PRIMARIA DE 

SALUD MUNICIPAL
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— En segundo lugar, corresponde tratar el proyecto de ley de la Cámara de Diputados que establece el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, con segundos informes de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, y de Hacienda, y con urgencia calificada de "suma".


—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 50a, en 11 de mayo de 1993.


Informes de Comisión:


Salud, sesión 27a, en 19 de enero de 1994.


Hacienda, sesión 27a, en 19 de enero de 1994.


Trabajo y Salud, unidas (segundo), sesión 17a, en 3 de agosto de 1994.


Hacienda (segundo), sesión 17a, en 3 de agosto de 1994.


Discusión:


Sesión 29a, en 25 de enero de 1994 (se aprueba en general).
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— En su segundo informe, las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, dejan constancia de que los artículos 1°, 11, 29, 36, 42 y 45 son de quórum orgánico constitucional.


Asimismo, considera que también tienen ese carácter el inciso cuarto, nuevo, del artículo 16, y los artículos 41 bis y 53. Todos estos artículos afectan disposiciones relacionadas con los artículos 102, 107 y 108 de la Constitución Política y vinculadas con la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades y las Leyes Orgánicas Constitucionales de Gobierno y Administración Regional, y de Consejos Regionales.


En seguida, las Comisiones unidas, en el segundo informe, proponen diversas modificaciones.


El proyecto también ha sido informado por la Comisión de Hacienda.


Por otra parte, en virtud de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento, las Comisiones unidas proponen dar por aprobados los artículos 37, 40, 42, 43, 48, 52 y 54 permanentes, y 10 y 12 transitorios, que no han sido objeto de indicaciones.


Sin embargo, tal como lo hice presente hace un instante, el artículo 42, que no fue objeto de indicaciones, es una norma de quórum orgánico constitucional, por lo que habría que darlo por aprobado con el quórum requerido: 26 señores Senadores.
La señora FELIÚ.— ¿El artículo 42?
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— De acuerdo con lo consignado en la página 3 de su informe, las Comisiones unidas estiman que el artículo 42 es orgánico constitucional, y aun cuando no ha sido objeto de indicaciones ni de modificaciones, en virtud de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento, habría que darlo por aprobado con el quórum constitucional requerido.
La señora FELIÚ.— Señor Presidente, creo que corresponde a otro el número del artículo del segundo informe, porque el artículo 42 del mismo informe se refiere a la obligación de ser calificado.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Las Comisiones unidas, en la página 3 del segundo informe, señora Senadora, dicen:


"Por otra parte, cabe hacer presente que los artículos 1°, 11, 29, 36, 42 y 45 son disposiciones que debieran aprobarse con el quórum de normas orgánicas constitucionales, tal como lo señaló la Comisión de Salud en su primer informe, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 102, 107 y 108 de la Constitución Política, en relación con el inciso segundo del artículo 63 de la Carta Fundamental.


"Asimismo os recomendamos aprobar también con el mismo quórum constitucional el inciso cuarto, nuevo, del artículo 16 y los artículos 41 bis y 53, disposiciones incorporadas o modificadas en este segundo informe. Lo anterior, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 108 de la Constitución Política, en relación con el artículo 63, inciso segundo, del Texto Fundamental.".


Tal como lo había señalado, todas estas disposiciones son de quórum orgánico constitucional. Y como entre los artículos que no fueron objeto de indicaciones está el 42, que es orgánico constitucional, habría que votarlo, porque no se podría dar por aprobado sin el quórum constitucional de 26 señores Senadores.
El señor RUIZ-ESQUIDE.— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Puede hacer uso de ella Su Señoría.
El señor RUIZ-ESQUIDE.— Señor Presidente, sin perjuicio de lo que va a plantear el señor Secretario en unos minutos más, quiero sugerir que demos por aprobados los artículos mencionados en el número 1) de la página 4 del segundo informe, y dejemos pendiente, para ser votado más adelante, el artículo 42, a fin de no demorar el debate, sobre la base de lo que voy a proponer.


Tal como lo hicimos con el proyecto anterior y en otras oportunidades, demos por aprobados aquellos artículos cuyas enmiendas fueron ratificadas por unanimidad por las Comisiones unidas y dejemos para ser discutidos aquellos que han sido objeto de votación dividida en las indicaciones renovadas, y ahí incorporaríamos oportunamente en la votación aquellos artículos, como el 42, que requieren quórum calificado. Porque, si no, tendremos constantemente que llamar a los señores Senadores para que concurran a votar, con lo que demoraremos innecesariamente el despacho de la iniciativa.


He dicho.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Lo que sucede es que existen numerosas indicaciones renovadas, incluso sobre artículos que aparecen aprobados en la Comisión y que fueron objeto de indicaciones rechazadas.
El señor RUIZ-ESQUIDE.— Perdón, señor Presidente. Fui muy específico para proponer lo siguiente: primero, dar por aprobados los artículos cuyas modificaciones hayan sido despachadas por unanimidad, y que no fueron objeto de indicaciones renovadas, obviamente; segundo, dejar para una votación —que podría efectuarse al final o en el momento en que sea factible que concurran todos los señores Senadores— las indicaciones renovadas, los artículos con enmiendas o que hayan tenido votación dividida en las Comisiones, más aquellos que requieren quórum especial. Todo ello, con el objeto de no llamar reiteradamente a Sus Señorías a votar, cuestión que puede demorar el despacho de la iniciativa en debate.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Hago presente que en estos momentos no hay ninguna Comisión que esté sesionando simultáneamente con la Sala. En consecuencia, los señores Senadores debieran encontrarse en el Hemiciclo.


Si no hay objeciones, daremos por aprobados —para seguir el orden— los artículos 37, 40, 43, 48, 52 y 54, permanentes, y 10 y 12, transitorios, dejando pendiente el artículo 42, que necesita quórum calificado.


—Se aprueban.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— A continuación, las Comisiones unidas —como señalé— proponen diversas modificaciones en su informe.


La primera de ellas se refiere al artículo 1°, y fue aprobada por unanimidad (indicación N° 2). Sin embargo, se ha renovado la indicación N° 1, para suprimir el artículo. Está firmada por los Honorables señores Prat, Ríos, Romero, Díez, Lagos, Siebert, Pérez, Cooper, Fernández y Martin.
El señor PRAT.— Pido la palabra, señor Presidente.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra Su Señoría.
El señor PRAT.— Señor Presidente, la explicación que daré puede aclarar una serie de aspectos confusos tocantes a esta iniciativa.


En primer lugar, el proyecto fue analizado in extenso por la Comisión de Salud del Senado en el año 93, siendo aprobado en general por la Sala —no tengo en la memoria la votación producida— con una altísima votación, a la cual muchos concurrimos.


Empero, no sólo fue visto por la Comisión de Salud, de la que emanó un informe en un determinado sentido, sino que después se constituyeron las Comisiones unidas de Salud y de Trabajo y Previsión Social, que cambiaron sustancialmente su orientación. Finalmente, la Comisión de Hacienda, a su turno, le introdujo nuevos cambios.


La indicación, cuyos argumentos doy a conocer, tiene por objeto retomar el tema de fondo, relativo a la validez y conveniencia de abordar y crear un estatuto para el personal que labora en la salud municipal, a la luz del tiempo transcurrido y de los efectos producidos desde que se dictó otro estatuto, que es absolutamente similar a éste, que es el Estatuto Docente.


La Comisión de Salud del Senado emitió un informe sobre este proyecto, que pretendió corregir los graves efectos que, a su tiempo, produjo el Estatuto Docente aprobado por el Congreso. Y se remitió sólo a los elementos relacionados con remuneraciones mínimas para el personal, pero mantuvo la flexibilidad suficiente para que los municipios administraran sus departamentos de salud, para que negociaran —incluso, se introdujo la negociación colectiva en esta área— con su personal, y mantuvo en este ámbito la vigencia del Código del Trabajo, con el objeto de proporcionarles una relación independiente y no estatutaria.


En base a ese informe, la iniciativa tuvo una aprobación general, con un amplio porcentaje de votos, en esta Alta Cámara.


Sin embargo, su paso por las Comisiones unidas y la de Hacienda hizo que tomara un sentido inflexibilizante, bajo la concepción de un estatuto único que recoge y reproduce cabalmente todos los errores cometidos en el Estatuto Docente. Éste ha significado insatisfacción y frustración para los afectados, al igual que una inflexibilidad en el sector, habiéndose generado un déficit que en la actualidad todos lamentan, y, en buenas cuentas, ha demostrado un rotundo y cabal fracaso.


Entonces, hoy día, cuando discutimos en particular este proyecto, queremos retomar la orientación primitiva dada por la Comisión de Salud del Senado, presidida en esa ocasión por el Senador señor Díaz, que contemplaba regular las remuneraciones mínimas de un personal con distintos grados de calificación, pero mantenía la flexibilidad y autonomía de los municipios, amparadas tanto en el Código del Trabajo como en la posibilidad de negociar en forma colectiva. De manera que esta primera indicación pretende romper el marco que las Comisiones unidas y de Hacienda dieron a este estatuto al generar una regulación inflexible para el personal que trabaja en esta área.


Y, así, existe una serie de indicaciones que recogen el mismo sentido de reponer lo que la Comisión de Salud aprobó en el Senado.


Ésa es la explicación para esta indicación, señor Presidente.


He dicho.

______________
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Solicito la autorización del Senado para que pueda permanecer en la Sala el señor Jaime Bravo, asesor del señor Ministro de Salud.


—Se accede.

______________
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Asimismo, debo hacer presente que ha llegado la hora de término del Orden del Día. En consecuencia, pido el asentimiento de la Sala para prorrogarlo por media hora.


—Se acuerda.
El señor THAYER.— Pido la palabra, señor Presidente.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra Su Señoría.
El señor THAYER.— Señor Presidente, la indicación que ahora discutimos, y que acaba de exponer el Senador señor Prat, corresponde a una cuestión muy de fondo en todo el proyecto y que implica, sencillamente, una opción: o es una cosa, o es otra.


La iniciativa contiene, como parte de su objetivo         —según el proyecto original y sin que nadie haya pretendido explícitamente desconocerlo—, el reconocimiento de una carrera funcionaria para el personal. Si existe carrera funcionaria, no puede regir el Código del Trabajo. Estas son ideas básicas.


Por mi parte, encuentro muy respetable y algo muy digno de considerar el que se estructure todo el sistema de atención primaria de salud en torno a la autonomía municipal, y, dentro de esta autonomía, permitir que todo el personal de la salud municipalizada sea regido por normas del Código del Trabajo, y que libremente, en el ámbito de cada municipio, se convengan las mejores y más eficientes condiciones de servicio.


Esa opción, libérrima, es perfectamente respetable. Pero, a mi entender, es absolutamente incompatible con la existencia de una carrera funcionaria.


Habría, quizás, una manera de darle más armonía —que he venido campeando desde hace tiempo, y hasta el momento sin resultados—, y que dice relación al establecimiento de un fondo de compensación al cual vayan particularmente los beneficios provenientes de la antigüedad. Se trata de que el recargo de remuneraciones originado en esta antigüedad no signifique un factor que impida el traslado de un personal del área de un municipio a otro por el hecho de que aquel que debe recibirlo tenga que cargar con un costo para el cual no tiene presupuesto adecuado.


Pero ésa es una materia de seguridad social, que he planteado tanto al señor Ministro de Salud como al de Educación. Imagino que se encuentra en estudio por parte del Gobierno. Mientras no haya una solución al respecto, partimos de la base de que hay carrera funcionaria, la cual implica que no es posible que rija el Código del Trabajo.


Por esa razón, me opongo a esta indicación.


He dicho.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Díaz.
El señor DÍAZ.— Señor Presidente, si bien es cierto lo que el Honorable señor Prat recordó, en el sentido de que presidí la Comisión de Salud en esa ocasión —habiéndose realizado un trabaje bastante intenso, de cerca de dos años, con la colaboración muy positiva de parte de Sus Señorías—, no estoy de acuerdo, obviamente, con la indicación presentada. Porque ésta significa permitir a algunas municipalidades que disponen de muchos recursos flexibilizar de tal manera la situación que paguen honorarios muy importantes a los funcionarios médicos y paramédicos, lo que otras municipalidades, que no se encuentran en igualdad de condiciones de competencia, indudablemente no pueden hacer. Y esto provocaría un abismo cada vez más grande entre las comunas rurales y pobres y las urbanas y ricas.


Por lo demás, dentro del mismo proyecto existe una clasificación, que por algo se hizo: se hace referencia a comunas rurales, las cuales, a su vez, son divididas en ricas y pobres; y a comunas urbanas, en las que se repite la misma división. Indiscutiblemente, un médico puede ser tentado para trabajar en Las Condes, o en el sector alto de Santiago, porque, además de la remuneración básica, tendrá el alto ingreso con que lo puede exceder la correspondiente municipalidad.


En consecuencia, crearíamos una diferencia cada vez mayor, que es justamente lo que trata de evitar esta iniciativa, la cual llama a una mayor justicia. Porque no sólo divide las comunas en el rango que mencioné, sino que, también, crea una serie de ponderaciones para hacerles llegar más recursos a estas comunas. Y ello, a través no solamente del FAPEM, de la asignación por universo atendido, sino, además, por ruralidad, pobreza, aislamiento, y otra serie de factores que expresamente tratarán de minimizar la diferencia entre comunas ricas y pobres. Es un aspecto que debería debatirse con mucho detenimiento, porque la materia ya ha sido objeto, más de una vez, de argumentaciones en pro y en contra.


Me parece que el Senador señor Thayer tiene mucha razón cuando afirma que hay que optar, o por que se consagre la carrera funcionaria, o por que se aplique el régimen regulado por el Código del Trabajo, ya que una condición es incompatible con la otra. También yo lo entiendo así. Los que fuimos funcionarios sabíamos a qué atenernos.


En general, el gremio de la salud está masivamente por someterse al estatuto de los empleados públicos. Eso está muy claro.


Por último, debo mencionar algo referente al heredado sistema de atención primaria de salud municipal, que ha sido objeto tanto de aprobación y comentarios elogiosos, cuanto de juicios adversos y descrédito, porque es muy irregular. Pienso que si optamos por mantener las diferencias en materia de remuneraciones, en calidad de atención y de cuerpo médico, y en otros aspectos, las opiniones se distanciarán incluso más ostensiblemente. Habrá algunas comunas en que la atención será estupenda, porque serán las que disponen de recursos, de equipos, de clínicas particulares y todo lo que favorece la excelencia; y las habrá, como siempre, modestas, pobres, aisladas y rurales, que permanecerán absolutamente desamparadas.


El proyecto del Ejecutivo tiende a evitar que se acentúen esas diferencias, y por eso, obviamente, me opongo a la indicación.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Procederemos a votar la indicación renovada. Los argumentos ya se han expuesto en varias oportunidades.


En votación.


—(Durante la votación).
El señor DÍAZ.— Señor Presidente, mis 30 años de médico y mi conocimiento del servicio de salud, habiéndolo vivido por dentro, me hacen tomar mi decisión: voto que no.
El señor DÍEZ.— Señor Presidente, 20 años de experiencia en lo que es la salud en Chile me inclinan a votar que sí.
La señora FELIÚ.— Señor Presidente, me voy a abstener de aprobar la indicación. El sistema establecido por el proyecto, que importa un cambio enorme respecto del vigente, me merece muchísimas aprensiones. Coincido en que un sistema flexible es lo que más nos aproxima a mejorar los servicios de atención primaria; pero, a la vez, en razón de que la iniciativa otorga numerosos incentivos económicos sobre la base de sus disposiciones, he optado por la línea de conseguir la flexibilización a través de indicaciones al proyecto del Ejecutivo. En realidad, el que nos ocupa significa un cambio  tan importante, que sería inconciliable con el sistema de incentivos, fundamentalmente de carácter económico.


Por esas razones, me abstengo.
La señora FREI.— Por las razones que ha expuesto el Senador señor Díaz, voto en contra.
El señor LAVANDERO.— Señor Presidente, en estas materias, creo más en el juicio que se ha formado en 30 años el Senador y médico señor Díaz, que en los 20 años de abogado del Senador señor Díez. Por lo tanto, voto que no.
El señor MUÑOZ BARRA.— Señor Presidente, represento una Región en donde la gran mayoría de las comunas caben en la tipificación de pobres, y coincido plenamente en que esta indicación tiende a acentuar la triste distinción entre municipios con recursos y municipios sin recursos.


Voto que no.
El señor PRAT.— Señor Presidente, se ha hablado aquí de la cantidad de recursos y de la igualdad de oportunidades para contar con buenos profesionales, que este proyecto permitiría a los municipios de menos ingresos. Hay que entender que la igualdad de oportunidades se da por la vía de que las municipalidades cuenten con los medios necesarios para generar las condiciones que atraigan hacia sí a los profesionales calificados. Eso obliga a aplicar políticas de asignación de recursos que, considerando los factores negativos de los municipios de comunas apartadas o de situación socioeconómica desmejorada, permitan a la autoridad municipal, mediante procedimientos flexibles e incentivos, generar condiciones que atraigan a los profesionales hacia esas comunas.


Las medidas rigidizantes causan justamente que los médicos se queden viviendo en las grandes ciudades, donde se les ofrecen mejores condiciones y la consulta privada tiene mejor mercado. Para que acudan a las comunas menores, es necesario que haya suficiente flexibilidad, de modo que la autoridad comunal genere las condiciones para que ello se produzca.


Respecto de los recursos, el Estado debe darlos más abundantes a las comunas apartadas o pobres, a fin de que puedan atenuar la situación que enfrentan.


Por eso, y porque creo que no podemos repetir en forma masiva el error que cometió el Congreso al aprobar el Estatuto Docente, voto que sí.
El señor RUIZ-ESQUIDE.— Señor Presidente, voy a fundamentar mi voto contrario a la indicación.


Más allá de la discusión sobre el fondo del asunto, del debate en torno a la salud primaria (que merece un intercambio de ideas bastante más largo) y de las disposiciones mismas del proyecto, llamo la atención de los señores Senadores —sobre todo, de los que no han votado, pero también de los que sí lo hicieron y pueden recapacitar— hacia el hecho de que aprobar la indicación que elimina el artículo 1° equivale a hacer desaparecer el ámbito de aplicación del texto, la delimitación de la materia sobre la cual vamos a discutir; es invalidar, en definitiva, las razones por las cuales estamos tratando de cambiar la situación de la salud primaria.


Por mi parte, estoy dispuesto incluso a ver que cada señor Senador, dentro de la racionalidad de su pensamiento, rechace todos los artículos y proponga todas las modificaciones que estime pertinentes; pero hacer que desaparezca el artículo 1°, donde radica el ámbito de aplicación de la iniciativa, es como matar al protagonista en el primer minuto de la película: ¡no habrá película ni habrá nada!


Voto, por lo tanto, en contra de la indicación.
El señor THAYER.— Señor Presidente, voy a votar rechazando la indicación. Aparte las razones ya dadas, de que su aceptación implicaría destruir el proyecto sin armar otro en su reemplazo (el Parlamento carece de facultad para hacerlo), porque no hay indicación alguna que suprima el Título II, sobre la carrera funcionaria.


Aprobar la indicación renovada es destruir la carrera funcionaria dejándola, sin embargo, vigente en el Título II, artículos 28 y siguientes, sin que haya norma que la haga aplicable. Por eso, me pronuncio en contra de la indicación.
El señor ZALDÍVAR (don Andrés).— Señor Presidente, creo que los Senadores señores Ruiz-Esquide y Thayer tienen razón. Ya cuando vimos en general el proyecto se hicieron notar dos posiciones: la que tendía hacia un sistema más liberal, fundado en el Código del Trabajo y en la libre contratación; y la que se inclinaba hacia el estatuto fijado por ley. La discusión ya se llevó a efecto, y la resolvimos. Aprobamos la idea de legislar.


La indicación para suprimir el artículo 1°, así como su fundamentación expuesta aquí por varios señores Senadores, tiene el preciso objeto de volver atrás. Es decir: "Queremos reeditar la posición contraria" —porque en la oportunidad anterior estuvieron en contra— "que manifestamos ayer.". Para ello, es preciso rechazar el artículo 1°, con el objeto de que no haya estatuto para los funcionarios de la atención primaria de salud municipal.


Hay que tener en cuenta que la Asociación Chilena de Municipalidades está por la aprobación del proyecto y admite la imposibilidad de aplicar el Código del Trabajo a funcionarios asimilados al sector público, por ser contradictorio con el espíritu del proyecto. Como lo manifestaron en la Comisión de Hacienda sus representantes, el estatuto de remuneraciones y los ingresos municipales están regidos por ley, y, por lo tanto, la contratación del personal de ese sector no puede someterse a las normas del mencionado Código.


Por consiguiente, debe mantenerse el artículo 1° y rechazarse la indicación. Voto que no.
El señor PIÑERA.— Señor Presidente, como su nombre lo indica, el proyecto tiene como objetivo normar el régimen de financiamiento y administración de los establecimientos de atención primaria de salud. En consecuencia, apunta a algo mucho más amplio que simplemente fijar el régimen laboral de los trabajadores de la salud. Votar aprobando la idea de legislar no conlleva necesariamente la adhesión a un régimen laboral determinado para esos funcionarios.


En segundo lugar, quiero recordar las declaraciones hechas por Ministros de Salud sobre la materia.


En mayo de 1991, el Ministro de Salud de la época afirmaba que los sectores medios, principales usuarios del FONASA, deberían evolucionar hacia una situación menos regulada que la de entonces; que la fijación de precios debería hacerse con mayor participación de los usuarios y de los prestadores de servicios y, también, que era indispensable descentralizar el manejo financiero del sector, independizando y dando mayor autonomía a la administración municipal en la materia. Esta misma declaración la repitió después el segundo Ministro de Salud del Gobierno anterior.


En síntesis, se habla de autonomía municipal y de mayor descentralización e independencia. Sin embargo, más importante que las palabras, son los hechos.


Creo que el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, lejos de incrementar la descentralización y la autonomía municipal, produce un efecto contrario. Para comprobarlo basta remitirnos a las declaraciones de los propios concejales y alcaldes, quienes, organizados en la Asociación que los agrupa, hicieron llegar al Senado y a sus Comisiones su opinión respecto de esta iniciativa, manifestando su inquietud y oposición a todo aquello que signifique coartar su autonomía e independencia. Ellos plantean, con mucha justeza, que no pueden ser los responsables frente a la población de la calidad de la salud primaria, si no cuentan prácticamente con ninguna atribución en tal sentido.


Señor Presidente, considero que una cosa es la administración primaria de la salud municipal y los objetivos que el propio proyecto contempla, que apuntan a mejorar tanto la gestión financiera como la relativa a la salud municipal, y otra muy distinta es el verdadero contenido de la iniciativa, que sólo se limita a definir un estatuto laboral para los trabajadores del sector.


La normativa establece un incremento significativo de recursos para la atención primaria de salud municipal, lo cual es totalmente compatible con las declaraciones oficiales que se han formulado, en cuanto a que es necesario dar prioridad a ella, que, según tengo entendido —así, por lo menos, lo dijo el representante de los trabajadores— hoy día solamente capta el 8 por ciento del presupuesto público destinado a salud. Por lo tanto, si es primordial, es del caso aumentar tales fondos, que es precisamente a lo que apunta el proyecto de ley en análisis. Pero no se puede pretender que haya una salud descentralizada y administrada por los municipios cuando en la práctica las principales decisiones se toman a un nivel centralizado.


Recuerdo que cuando se discutió el Estatuto Docente se plantearon estos mismos puntos. Sin embargo, él fue aprobado. Y me parece de una enorme inconsistencia lo que ocurre en dos salas del Senado, que distan menos de 10 metros una de otra: mientras en una se intenta corregir las rigideces e inflexibilidades que introdujo dicho cuerpo legal al sistema de la educación, en la otra se están cometiendo los mismos errores con motivo del estudio del Estatuto de Atención Primaría de Salud Municipal.


En consecuencia, creo que hay una enorme desarmonía entre el discurso sobre descentralización, autonomía e independencia a nivel de la salud y los proyectos de ley que el Ministerio del ramo envía al Congreso.


Señor Presidente, quiero terminar reiterando algo que manifesté ayer. A mi juicio, un buen médico debe tener capacidad de diagnóstico y, también, para operar al enfermo. Creo que el Ministerio de Salud ha demostrado muy buena capacidad de diagnóstico; pero hasta ahora no ha exhibido la misma aptitud, para que la acción sea consistente con el diagnóstico y permita resolver los problemas.


Por todas esas razones, voto a favor de la indicación.
El señor MASSAD (Ministro de Salud).— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Señor Ministro, le concederé la palabra inmediatamente después que termine la votación.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?
El señor PÉREZ.— Señor Presidente, entiendo que el Honorable señor Ominami no votó por estar pareado conmigo. Pero como hemos levantado el pareo, voto que sí. Y espero que el señor Senador también se pronuncie.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Terminada la votación.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Resultado de la votación: 15 votos por la afirmativa, 14 por la negativa, 2 abstenciones y un pareo.


Votaron por la afirmativa los señores Cantuarias, Cooper, Díez, Fernández, Lagos, Larraín, Martin, Mc-Intyre, Otero, Pérez, Piñera, Prat, Ríos Siebert y Sinclair.


Votaron por la negativa los señores Díaz, Frei (don Arturo), Frei (doña Carmen), Hamilton, Hormazábal, Lavandero, Matta, Muñoz Barra, Núñez, Ominami, Páez, Ruiz-Esquide, Thayer y Zaldívar (don Andrés).


Se abstuvieron de votar la señora Feliú y el señor Huerta.


No votó, por estar pareado, el señor Alessandri.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Como las abstenciones han influido en el resultado, se repetirá la votación.


En votación.


—(Durante la votación).
El señor DÍAZ.— Señor Presidente, deseo aclarar dos aspectos fundamentales. Primero, que a través del proyecto no estamos buscando la autonomía municipal, sino que tengan acceso a la salud todos los chilenos, especialmente los más pobres y los de sectores rurales. Y segundo, establecer un principio de justicia: a igual función igual renta. Me interesa que el médico que trabaja en San Juan de la Costa perciba la misma remuneración que el que se desempeña en Las Condes, y que no sea el incentivo económico lo único que los motive, pues, si fuera así, sencillamente lo sectores modestos de Chile jamás podrán tener una atención de salud adecuada.
El señor OTERO.— Señor Presidente, ésta es una materia de extraordinaria importancia para los consultorios. He recorrido casi la totalidad de los que se ubican en mi circunscripción senatorial y conversado con el personal que labora en ellos. Es indudable que, de no aceptarse la indicación, se materializará una situación que tornará más grave y crítica la situación que existe hoy día en esos recintos.


Actualmente no hay interés por trabajar en los consultorios. El problema no es sólo de tipo económico, sino que afecta también el desenvolvimiento del personal médico, que se ve constreñido a quedar permanentemente en esos establecimientos de salud, sin ninguna posibilidad de mejorar en su calidad técnico-profesional.


El inconveniente más grave que se presentará en caso de generalizarse un sistema remuneratorio es que habrá comunas en donde estos profesionales se interesen por trabajar y otras en las que no exista esa misma disposición, por el costo que les significa llegar a esos lugares. De manera que, de rechazarse la indicación, la salud primaria estará condenada a ser cada día peor.


Este asunto lo he conversado directamente con el personal —no con los dirigentes sindicales—, yendo a hablar con cada uno de los funcionarios. Ellos han dicho que desean libertad de trabajo y a la vez, tener la seguridad de que no serán despedidos indebidamente (esta situación está protegida por el Código del Trabajo).


Creo que es fundamental dar libertad a las municipalidades, a los empleadores, para que determinen libremente, junto con los trabajadores, las condiciones en que éstos prestarán sus servicios.


Por esas razones, voto a favor de la indicación.
El señor RUIZ-ESQUIDE.— Señor Presidente, no quiero agotar la discusión, sino insistir ante los Honorables colegas que pueden debatir, rechazar o formular todas las observaciones que deseen respecto del proyecto —la verdad es que, en lo referente al tema de la atención primaria, los señores Senadores tenemos opiniones radicalmente distintas: algunos, como se ha señalado, consideran que ella ha sido un éxito; personalmente estimo que el modelo presenta gravísimas dificultades—, pero lo que no podemos hacer, porque constituye una falta de consecuencia y de lógica elemental en materia legislativa, es aprobar 60 ó 70 artículos, que dicen relación a un número determinado de materias, sin fijar el ámbito en el cual se aplicarán. Porque eso sucederá si se aprueba la indicación del Honorable señor Prat.


Y ello, en el fondo, significará entrar en una discusión absurda acerca de lo que pasará con cada una de las referencias contenidas en esos artículos.


Por eso, señor Presidente, hago un llamado a los señores Senadores para que, si lo desean, hagan las observaciones que quieran después, o planteen un proyecto distinto, si cuentan con mayoría. Pero —¡por Dios!— no dejemos esta iniciativa prácticamente sin un sujeto sobre el cual aplicar las disposiciones que contempla.


Por lo tanto, voto que no.
El señor SIEBERT.— Señor Presidente, no creo que con la supresión del precepto se elimine la salud primaria en Chile. Pocas veces había visto que en un artículo 1° se tratara de hacer un resumen de todo el contenido del proyecto. Por eso me sumé a los Honorables colegas que renovaron la indicación.


Voto afirmativamente. 

 El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?
El señor ROMERO.— Señor Presidente, los Comités me han liberado del pareo (tengo entendido que ahora el Senador señor Cooper está pareado con el Honorable señor Adolfo Zaldívar). De modo que, habiendo respetado en la primera vuelta este acuerdo y como me informé con posterioridad que he quedado libre de él, voto que sí.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Terminada la votación.


—Se aprueba la indicación renovada (16 votos por la afirmativa, 14 por la negativa y un pareo).


Votaron por la afirmativa los señores Cantuarias, Díez, Fernández, Huerta, Lagos, Larraín, Martin, Mc-Intyre, Otero, Pérez, Piñera, Prat, Ríos, Romero, Siebert y Sinclair.


Votaron por la negativa los señores Díaz, Frei (don Arturo), Frei (doña Carmen), Hamilton, Hormazábal, Lavandero, Matta, Muñoz Barra, Núñez, Ominami, Páez, Ruiz-Esquide, Thayer y Zaldívar (don Andrés).


No votó, por estar pareado, el señor Alessandri.
El señor PÉREZ.— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra Su Señoría.
El señor PÉREZ.— Señor Presidente, quedan algunas otras indicaciones renovadas por votar, pero es la hora de término de esta parte de la sesión.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— En efecto, se ha agotado el tiempo del Orden del Día, de manera que la discusión particular quedaría pendiente hasta la próxima sesión. Antes, sin embargo, voy a ceder la palabra al señor Ministro, quien la solicitó durante el transcurso de la votación.


Puede hacer uso de ella, señor Ministro.
El señor MASSAD (Ministro de Salud).— Señor Presidente, se ha dicho que el proyecto tiende a dificultar el manejo de la salud primaria a nivel municipal, pero la verdad es que éste, sin el proyecto, se hace prácticamente imposible. La salud municipal se halla hoy desvinculada de la atención de salud secundaria y terciaria, y el proyecto permite lograr esa vinculación,


Los trabajadores de la salud primaria actualmente están limitados a la carrera funcionaria en la municipalidad. La iniciativa pretende ampliar sus perspectivas, de modo tal que la gente se interese por ingresar a una carrera de salud primaria que no quede circunscrita al estrecho mundo de las municipalidades, especialmente de las más pequeñas.


Los municipios enfrentan serias dificultades de gestión en el campo de la salud, y eso no lo podemos ignorar. La normativa busca facilitar que los cuerpos comunales se organicen para manejar en común los temas relativos a este sector, permitiéndoles aunar esfuerzos para que la salud municipal, o primaria, que es la que atiende a los más pobres, funcione adecuadamente.


La carrera funcionaria que se plantea es la más flexible de todas, pues deja en manos de la municipalidad el determinar anualmente la dotación que requiera, en términos de horas y no de personas. En efecto, en función de sus necesidades en cada nivel de atención primaria, el municipio podrá fijar todos los años su dotación, de acuerdo con las horas de trabajo que emplee en ese campo. Además, esa carrera funcionaria considera como elementos el mérito, la experiencia y la capacitación, no incluidos en otras en la actualidad. Así, se establece claramente la manera de progresar dentro de la carrera funcionaria de la atención primaria.


El proyecto, señor Presidente, realmente fortalece la capacidad de las municipalidades para proveer atención primaria. El hecho de que pueda quedar sin una definición clara en cuanto a su alcance y objetivos, dificultaría en forma grave la tarea de descentralizar, en la cual se encuentra seriamente empeñado el Gobierno del Presidente Frei y, en el ámbito de la salud, este Ministerio.


He dicho.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Queda pendiente, por lo tanto, la discusión particular del proyecto.


Ha terminado el Orden del Día.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— El Senado debe votar tres proyectos de acuerdo.

PROHIBICIÓN DE INGRESO AL PAÍS A
BARCO CON SUSTANCIAS PELIGROSAS.
PROYECTO DE ACUERDO
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— El primer proyecto de acuerdo dice lo siguiente:


"Solicitar a S.E. el Presidente de la República el que el Gobierno se niegue a permitir el paso del barco TRIGLAV que transporta 97 toneladas de desechos clasificados de acuerdo al Convenio de Basilea como necesarios de controlar y de características peligrosas.


"Ésta sería una forma clara de advertir por parte de Chile, a fin de prevenir y evitar el uso del territorio nacional y su proyección oceánica como lugar de recepción de materiales contaminantes y de alto riesgo.".


Sus autores son los Honorables señores Horvath, Mc-Intyre, Bitar, Díaz y Alessandri.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Si le parece a la Sala, se dará por aprobado.


—Se aprueba.

MEDIDAS EN FAVOR DE ISLA DE PASCUA.
PROYECTO DE ACUERDO

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— El segundo proyecto de acuerdo, patrocinado por los Senadores señores Mc-Intyre, Ríos, Horvath, Matta y Valdés, es del siguiente tenor:


"El Senado, conociendo los diversos aspectos dados a conocer en la Sesión Especial que analizó la situación de Isla de Pascua, acuerda:


"1) Manifestar al Ejecutivo la necesidad de estudiar más detenidamente la aplicación de la Ley 19.253 en lo referido a Isla de Pascua, teniendo presente eventuales modificaciones o estudios de nuevas normas que permitan una mayor integración de sus habitantes.


"2) Fortalecer el nivel Ejecutivo Local. Estudiar, para una mayor integración Institucional, la existencia de una Región en la forma y fondo que considera tal entidad, la actual ley de Gobiernos Regionales.


"3) Traspasar la propiedad y administración de los bienes corporales, muebles e inmuebles, de Sasipa, al Municipio de Isla de Pascua, logrando a su vez, que tal propiedad, pueda bajo la administración local, incorporarse al desarrollo de las diversas normativas legales dictadas al efecto.


"4) Incorporar en la agenda de estudio sobre Isla de Pascua, la participación de sus habitantes en la elección directa de un Diputado que los represente en el poder Legislativo.


"5) Estudiar a la brevedad una norma legal que permita la creación de un Fondo de Desarrollo Arqueológico, financiado por el turismo y administrado localmente por el Municipio u otro organismo de ese territorio.


"6) Fortalecer un mejor desarrollo educacional, creando en la Isla de Pascua una capacidad pedagógica adecuada y mayores y mejores lazos educacionales con el continente a fin de permitir, en su juventud, superiores alternativas para el cumplimiento de sus objetivos futuros.


"7) Reactivar el proyecto Puerto de Isla de Pascua considerado por el Ministerio de Obras Públicas en 1985 y luego en 1992, entendiendo que tal obra, permitirá un nuevo y eficaz elemento de desarrollo.".
El señor ZALDÍVAR (don Andrés).— Pido la palabra.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Puede hacer uso de ella, Su Señoría.
El señor ZALDÍVAR (don Andrés).— Señor Presidente, adhiero totalmente al proyecto de acuerdo. Sin embargo, existe otra materia que los habitantes de Isla de Pascua están pidiendo, cual es que se reponga la vigencia —que duró 15 años— de los artículos 45, 46, 47 y 48 con relación a la ley N° 16.521, que autorizaban la importación liberada de una serie de elementos.


Mi proposición concreta es agregar un número donde se solicite al Presidente de la República estudiar la posibilidad de reponer esa franquicia en favor de la Isla.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— ¿Estarían de acuerdo los autores del proyecto en contemplar un número en los términos indicados por el Honorable señor Andrés Zaldívar?
El señor RÍOS.— Señor Presidente, pese a que considero que lo planteado por el señor Senador podría estar incluido en el proyecto de acuerdo que trataremos a continuación, no tengo inconveniente en acoger la solicitud.
El señor MATTA.— Yo tampoco, señor Presidente.
El señor MC-INTYRE.— También expreso mi conformidad, señor Presidente.
El señor DÍEZ.— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra Su Señoría.
El señor DÍEZ.— Señor Presidente, el proyecto de acuerdo aborda una materia sobre la cual el Senado no se ha pronunciado: la petición de estudiar la elección de un Diputado en Isla de Pascua. Esto es muy serio, por los efectos que puede provocar en la propia Isla.


A mi juicio, debiera excluirse el número que consigna ese punto; de lo contrario, me veré impedido de votar favorablemente. Se trata nada menos que de una solicitud al Ejecutivo para que analice, por acuerdo del Senado, la posibilidad de que la Isla de Pascua elija un Diputado, sin que nosotros hayamos analizado siquiera el tema.
El señor MC-INTYRE.— Tahití está representada por dos Diputados en el Parlamento francés.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— El número 4 del proyecto de acuerdo dice lo siguiente:


"4) Incorporar en la agenda de estudio sobre Isla de Pascua, la participación de sus habitantes en la elección directa de un Diputado que los represente en el poder Legislativo.".
El señor RÍOS.— Pido la palabra.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— La tiene, Su Señoría.
El señor RÍOS.— Señor Presidente, encuentro razonable la inquietud planteada por el Honorable señor Díez.


El punto fue analizado en la sesión especial de ayer y se estableció, básicamente, la idea de estudiar el tema. No es una imposición ni una resolución del Senado. Simplemente, se trata de comparar nuestra realidad con lo que ocurre en países europeos respecto de sus parlamentarios que representan territorios de ultramar —ello permite una relación de integración territorial de soberanía nacional más profunda—, pero en ningún caso se señala el propósito del Senado de crear un cargo parlamentario, sino que se invita a que, dentro de los estudios que deben efectuarse respecto de Isla de Pascua, se incluya el correspondiente a este tema.


El Senador señor Díez me solicita una interrupción, que concedo con el mayor gusto.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra Su Señoría.
El señor DÍEZ.— Señor Presidente, la objeción que planteé tiene como base, fundamentalmente, mi experiencia en las Naciones Unidas, donde durante varios años algunos países quisieron incluir a Isla de Pascua dentro del Comité de Descolonización, lo que hace necesario que todo acuerdo que se tome sobre la isla, y que implique una soberanía distinta debe ser analizado muy cuidadosamente.


Es cierto que algunos Parlamentarios europeos han incorporado a Diputados isleños de antiguas colonias. Pero no es el caso de Isla de Pascua. De manera que el precedente me hace tener más dudas sobre el particular, y es lo que me impulsa a pedir que el número 4 que dice relación a la soberanía, sea eliminado del proyecto de acuerdo.
El señor ROMERO.— Respaldo esa petición, señor Presidente.
El señor RÍOS.— Señor Presidente, los autores del proyecto de acuerdo mantenemos nuestra posición en cuanto a que esta materia debe ser analizada, mas no resuelta ahora. Creemos que desde ya hay que ir recogiendo opiniones sobre ella.


No deseamos comenzar el debate, que es muy profundo y extenso, sino incorporarlo a la agenda de estudio, máxime si acoge una inquietud planteada por los habitantes de Isla de Pascua, siguiendo el ejemplo de sus vecinos de Tahití.


Creemos que el solo análisis del punto permitirá profundizar más los elementos propios de la soberanía. Y no se están debilitando ni destruyendo acuerdos con las Naciones Unidas, ni mucho menos. Todo lo contrario. El examen del asunto responde, precisamente, a una necesidad territorial.


Por lo tanto, los Senadores firmantes, que hemos estudiado el tema, manifestamos nuestro interés en que él sea analizado en términos positivos.


Nada más.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Me permito recordar a Sus Señorías que el artículo 100 del Reglamento establece claramente que durante el Tiempo de Votaciones no procede realizar discusión, sino sólo votación.


En consecuencia, no daré más la palabra para referirse a esta materia.


Sólo cabe aprobar o rechazar el proyecto de acuerdo.
El señor LARRAÍN.— Pero hay equívocos en el documento, señor Presidente.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Lo lamento mucho, señor Senador. Si Su Señoría lo estima del caso, puede votar en contra.

El señor LARRAÍN.— Se habla de "elección directa", como si los habitantes de Isla de Pascua no tuvieran acceso a ese mecanismo.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Se va a proceder a votar.
El señor MUÑOZ BARRA.— Yo lamento mucho...
El señor THAYER.— Pido división de la votación, señor Presidente.
El señor LAVANDERO.— Hay que votar  "si” o "no", señor Presidente.
El señor MUÑOZ BARRA.— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Si les parece a Sus Señorías, podríamos votar el proyecto de acuerdo sin el número 4.
El señor MUÑOZ BARRA.— Así, conforme.
El señor LAVANDERO.— Yo pediría segunda discusión, señor Presidente, para que el asunto pudiera ser analizado con mayor tranquilidad.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— ¿Estarían de acuerdo los autores de la iniciativa?
El señor MC-INTYRE.— Señor Presidente, considerando la discusión que se ha suscitado, creo que es mejor eliminar de inmediato el número 4 y aprobar el resto. No podemos dar malas señales con respecto a este tema.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo, con el agregado propuesto por el Honorable señor Andrés Zaldívar y la exclusión del N° 4), solicitada por el Senador señor DÍEZ. 



Acordado.

______________
El   señor   NÚÑEZ   (Vicepresidente).— Doy la bienvenida, en nombre del Senado, al señor Gobernador del Estado de Mato Grosso, de Brasil, don Jaime Verissimo de Campos, y a los miembros de su comitiva, quienes se encuentran de visita en la Corporación.

______________

SOLUCIÓN DE PROBLEMAS DE ZONAS
EXTREMAS E ISLA DE PASCUA.
PROYECTO DE ACUERDO
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— El tercer proyecto de acuerdo que se somete a la consideración de la Sala, presentado por los señores Horvath, Mc-Intyre, Adolfo Zaldívar, Fernández, Lagos y Bitar, expresa:


"Solicitar al Presidente de la República a fin de que se estudie por parte de un Ministro o Grupo Ministerial la situación y se resuelvan los problemas de las Zonas Extremas del País en sus características especiales, comprendidas por: La I Región del país considerando en especial la situación de la Provincia de Arica, las Regiones de Aysén (XI) y Magallanes (XII), considerando la Provincia de Palena y la Provincia de Isla de Pascua.".


Además, indica las materias que a juicio de los autores de la iniciativa necesariamente deberían analizarse.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Si le parece a la Sala, se dará por aprobado el proyecto de acuerdo.


—Se aprueba.

REPRESENTANTE DEL SENADO ANTE
COMISIÓN SOBRE MONUMENTOS A
EX PRESIDENTE ALLENDE
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Hago presente que a raíz de la publicación de la ley N° 19.311, de 11 de julio del año en curso, corresponde designar, de acuerdo con el artículo 5° de ese cuerpo legal, a un representante de esta Corporación ante la Comisión Especial encargada de ejecutar los objetivos tendientes a la erección de tres monumentos en memoria del ex Presidente de la República don Salvador Allende Gossens.


Para tal efecto, propongo a la Senadora señora Carmen Frei, quien ha aceptado esta designación.


Si le parece a la Sala, así se acordará.


Acordado.

______________

VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Se les dará curso en la forma reglamentaria.

______________


—Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:


Del señor Cantuarias:

PROYECTO GÉMINI PARA INSTALACIÓN 

DE TELESCOPIO


"Al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, solicitándole que manifieste su opinión respecto de la situación del "Proyecto Gémini" en Chile, dada la importancia que reviste el tema, para lo cual se adjunta un texto sobre el particular".

PLAN DE RECUPERACIÓN AMBIENTAL DE 

TALCAHUANO (OCTAVA REGIÓN)


"Al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, con el objeto de que informe, con el mayor detalle posible, la forma y modo en que operará el financiamiento conjunto (privado y estatal) para el Plan de Recuperación Ambiental de Talcahuano, diseñado por la Comisión Nacional del Medio Ambiente, ya que a él concurrirán, o podrían hacerlo, algunos de los mismos industriales que contribuyen a la contaminación del lugar, lo que restaría autonomía al diagnóstico o propuesta que se resuelva".

EXONERACIÓN DE FUNCIONARIO DEL
DAEM EN COMUNA DE ÑIQUÉN
(OCTAVA REGIÓN)


"Al señor Ministro de Educación, con el fin de conocer su parecer respecto de la situación que se ha planteado en la comuna de Ñiquén, provincia de Ñuble, Región del Biobío, con el jefe del DAEM, que ha sido relevado de su cargo a pesar de los dictámenes u opinión de la Contraloría General de la República".

FINANCIAMIENTO DE PROYECTO "AULAS
TECNOLÓGICAS" QUE SE EJECUTA EN
CONCEPCIÓN (OCTAVA REGIÓN)


"Al señor Ministro de Educación, para solicitarle, si lo tiene a bien, una respuesta a la inquietud planteada por los profesores de la provincia de Concepción integrantes del Proyecto Iniciación a la Vida del Trabajo y Creatividad "Aulas Tecnológicas", en relación con la disponibilidad de recursos del MINEDUC para continuar el programa".

CERTIFICADO DE ALUMNO REGULAR DE 

ESCUELA E-624 (REGIÓN METROPOLITANA)


"Al señor Ministro de Educación, pidiéndole informar sobre los resultados de las averiguaciones que se han realizado por la Secretaría Regional Ministerial de Educación de la Región Metropolitana, frente a la carta enviada por el señor Juan Carlos Núñez Cornejo, quien solicitó para su hijo un certificado que lo acreditara como alumno regular de la Escuela E-624, "Óscar Bonilla", para efectos de bonificación de pago de atención hospitalaria.".

______________


Del señor Frei (don Arturo):

SITUACIÓN DE MATRONAS EN FONASA


"Al señor Ministro de Salud, con el objeto de que estudie la forma de enmendar la injusta situación que viven las matronas, pues, aunque su rol profesional es amplio y se encuentra establecido en el programa de atención materno perinatal, sufren un menoscabo respecto de sus servicios profesionales prestados en el área privada, debido a que el Fondo Nacional de Salud sólo autoriza el pago de los bonos que subsidian las prestaciones de atención de partos y monitoreo basal y no los correspondientes a la atención ambulatoria".

______________



Del señor Larraín:

CAMBIO DE USO DE SUELO PARA
CONSTRUCCIÓN DE VIVIENDAS EN
TALCA (SÉPTIMA REGIÓN)


"A los señores Ministros de Vivienda y Urbanismo y de Agricultura, para que informen acerca de las razones por las cuales no se ha aprobado, hasta la fecha, la solicitud de cambio de uso de suelo —requisito indispensable para postular a los subsidios del Estado— efectuada por el "Comité de Vivienda Villa Francia", de la ciudad de Talca, que adquirió un terreno para dar solución a las necesidades básicas de vivienda de 2 mil 336 familias".

______________


Del señor Matta:

PLAN DE RECONVERSIÓN DE ZONAS
ARROCERAS EN RETIRO Y PARRAL
(SÉPTIMA REGIÓN)


"Al señor Ministro de Agricultura, con el objeto de que informe sobre el Plan de Reconversión de Zonas Arroceras, en aplicación para las comunas de Retiro y Parral".

REGULARIZACIÓN DE TÍTULOS DE
DOMINIO EN COMUNAS DE
SÉPTIMA REGIÓN


"A la señora Ministra de Bienes Nacionales, para que informe sobre los planes de regularización de títulos de dominio en las comunas de Retiro, Longaví, San Javier y Yerbas Buenas durante el año 1994".

FISCALIZACIÓN DE PESCA INDUSTRIAL EN 

PELLUHUE (SÉPTIMA REGIÓN)


"Al señor Director del Servicio Nacional de Pesca, con el propósito de que informe acerca de las actividades de fiscalización de la pesca industrial que cumple la Oficina del Servicio en la localidad de Pelluhue para proteger la pesca artesanal que se realiza en la bahía de Chanco".

INCORPORACIÓN DE CAUQUENES A RED 

MAULE DE TELEVISIÓN NACIONAL


"Al señor Director de Televisión Nacional de Chile, con el objeto de que se pronuncie sobre la posibilidad de incorporar a la provincia de Cauquenes a la Red Maule de Televisión Nacional, desafectándola de las Redes Regionales de la Octava Región a las que se encuentra sujeta actualmente".

______________


Del señor Zaldívar (don Andrés):

REGULARIZACIÓN DE TÍTULOS DE
DOMINIO EN VILLA PORTALES
(REGIÓN METROPOLITANA)


"Al señor Presidente de la República, solicitándole que patrocine un proyecto de ley destinado a regularizar los títulos de dominio de la denominada "Villa Portales", comuna de Estación Central".

______________
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Solicito autorización de la Sala para que pase a presidir la sesión el Honorable señor Díaz.


Acordado.


—Pasa a presidir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Honorable señor Díaz.
El señor DÍAZ (Presidente accidental).— El primer turno de Incidentes corresponde al Comité Socialista, que ha cedido su tiempo a la Senadora señora Carmen Frei.

PROGRAMA SOBRE DESARROLLO 

HUMANO EN EL MUNDO 1994
La señora FREI (doña Carmen).— Señor Presidente, el miércoles 13 de julio, en un acto realizado en la provincia de Santa Fe, Argentina, fue presentado a Parlamentarios de la Constituyente de ese país y diversas autoridades del mismo el Informe sobre Desarrollo Humano en el Mundo 1994.


En esta ceremonia, presidida por el Gobernador de Santa Fe, don Carlos Reutemann, que participé en la presentación de este informe junto a otras personalidades, entre ellos el Director Regional para América Latina y el Caribe del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, el doctor Fernando Zumbado y por el Presidente de la Comisión de Ecología y Desarrollo Humano del Senado de la nación argentina, don Antonio Cafiero, ex Embajador en Chile. Se trata de un quinto documento preparado por el PNUD, institución que ha sabido adaptarse con flexibilidad a los cambios que se han ido produciendo en las necesidades de cooperación de estos últimos años. En un mundo cambiante y fluido, se requiere de nuevos instrumentos de análisis que vayan más allá de enfoques convencionales, que describan con precisión y fuerza las nuevas tendencias internacionales del desarrollo humano y los grandes desafíos que ellos implican para todos.


Dicho Informe tiene un carácter muy especial para Chile, ya que será tema central de la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social que se celebrará en Copenhague en marzo de 1995 y cuya convocatoria fue propuesta por el Gobierno chileno.


Es muy reconfortante para quienes hemos militado toda una vida en la causa del humanismo que, frente a un contexto materialista y consumista que ahoga el sentido de la vida y empequeñece la concepción de nuestra visión del desarrollo de los pueblos, estar estudiando estos problemas a nivel mundial.


¿Qué es lo medular que presenta este esfuerzo que por quinta vez consecutiva entrega las Naciones Unidas a la consideración de la comunidad internacional? Creo no equivocarme al decir que es colocar a la humanidad, en el umbral del tercer milenio, frente al colosal desafío ético de restaurar la perspectiva central de nuestra vida social, cual es hacer un desarrollo humano y sostenible, conducente a la seguridad y a los derechos de cada hombre, mujer, adulto, joven o niño de esta tierra. En otras palabras, este Informe nos sugiere y nos invita a una reflexión sobre una verdadera moral planetaria, como algunos la han denominado. En ella está implícita la necesidad de un renovado humanismo, en que, más allá del superficial triunfalismo de algunos que ven en el derrumbe de los muros el fin de la historia y el triunfo del capitalismo en el mundo, podamos compartir un programa común, que impida la inseguridad individual y colectiva, que impulse cambios en nuestros comportamientos individualistas que nos lleven a conductas solidarias y que redefina nuestra relación con la naturaleza.


Estos tres elementos son inseparables para lograr lo que el Informe nos plantea como una necesidad fundamental para nuestro futuro, cual es un nuevo pacto para el desarrollo humano en el planeta.


El tema de la seguridad, como es abordado en el Informe, me parece muy sugerente en la situación actual de Chile y del mundo. La batalla por la paz debe llevarnos a lograr la seguridad, que es la conquista de la libertad sobre el miedo individual o colectivo. Pero, al mismo tiempo, esta batalla por la paz es la victoria de la seguridad frente a las necesidades vitales que tantos seres humanos reclaman en el planeta.


En esta perspectiva, hay dos esfuerzos que requieren voluntad política. Primero, es lograr aumentar lo que el Informe denomina "los dividendos de la paz", es decir, disminuir los gastos militares, como ya ha venido sucediendo en el mundo en los últimos años. 935 mil millones de dólares han sido, según el Informe, el dividendo de la paz entre 1987 y 1994. En los próximos años ello puede ser aún más significativo; pero lo más importante que propone el Informe es capturar estos recursos preciosos para destinarlos al desarrollo humano en todo el planeta. Es éste un capítulo fundamental del Informe que deseo poner de relieve. Es decir, la humanidad cuenta con los recursos necesarios para terminar con el hambre, la falta de educación, de salud, de vivienda digna y de empleo. El problema central está en el destino de estos recursos y ello implica voluntad política, que debe irse acrecentando en el futuro.


Un segundo desafío de una moral planetaria, que debe plasmar nuestras políticas de desarrollo, es el cambio de los comportamientos individualistas a formas solidarias en nuestra convivencia nacional e internacional. Esta exhortación tan repetida en tantos discursos y programas debe hacerse cada día más concreta y práctica en nuestros esfuerzos y tareas nacionales. No bastan las buenas intenciones o palabras. El sufrimiento y las frustraciones humanas que rodean nuestra convivencia, requieren que asumamos las decisiones y pongamos en marcha los medios para hacer más efectiva la equidad y la justicia. Comparto las afirmaciones de este Informe en cuanto a que, si bien es cierto es muy importante el crecimiento económico, éste es sólo una base insuficiente para el desarrollo humano. Más aún, concuerdo en la formulación del Informe relativa a que, siendo muy trascendental la inversión en la gente para aumentar la productividad y la competitividad, ello tampoco es suficiente, porque no se asigna el valor apropiado a la vida humana, ya que dicho valor no está medido en producir mayor valor agregado a mayores utilidades. Esto sería cambiar el sentido de los fines y de los medios. El desarrollo humano, desde mi perspectiva, es colocar la calidad de la vida humana en la empresa, en el barrio, en la ciudad o en el campo, tratando de que el orden económico se oriente a este fin. La solidaridad, entonces, implica un compromiso concreto destinado a abrir las oportunidades para que, en plena libertad y creatividad, todos y cada uno participen del esfuerzo del desarrollo y en su resultado.


Una tercera perspectiva de esta verdadera moral planetaria que nos sugiere el Informe es un humanismo que acepta su intrínseca armonía con la naturaleza. Nuestro ideal de humanidad no se ejerce en su soberanía sobre el mundo, sino en una suerte de servicio a la tierra y a sus equilibrios. Sólo así podremos garantizar a las generaciones futuras un planeta que les brinde oportunidades de vida bajo modalidades de desarrollo que ellos escojan. El concepto de desarrollo humano sustentable no sólo pone al ser humano como centro de ese desarrollo, sino también como un sujeto capaz de cuidar, bajo nuevos patrones, el medio ambiente y los recursos naturales.


También comparto la afirmación central de este Informe en el sentido de que la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social debería solicitar a las Naciones Unidas que prepare una Carta Social Mundial que fije prioridades y metas concretas, que calculen sus costos, que determinen los calendarios para su puesta en práctica y que, junto con lo anterior, establezcan una autoridad, es decir, un Consejo de Seguridad Económica, que sirva en forma práctica para lograr dichas prioridades y metas.


En un mundo de tanto pragmatismo y en una atmósfera muchas veces de visiones de corto plazo, este Informe nos ayuda a detenernos en nuestros quehaceres diarios y a mirar que nuestro destino en la Tierra está ligado no sólo a la globalización de las relaciones económicas y a las transformaciones tecnológicas, sino también a una ética planetaria que nos dé nuevas luces, nuevos horizontes y nuevos programas de acción, para hacer más cálida nuestra vida diaria.


He dicho.
El señor DÍAZ (Presidente accidental).— Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

HOMENAJE AL MINERO CHILENO
CON MOTIVO DE FESTIVIDAD
DE SAN LORENZO
El señor LAGOS.— Señor Presidente, los 10 de agosto de cada año nuestro pueblo ha tenido como costumbre celebrar la Festividad de San Lorenzo. Se sabe que este Santo, al cual se le rinde plegaria, es originario de España, pues se cree que nació en la localidad de Huesca. Fue el primero de los Siete Diáconos que tuvo la Santa Madre Iglesia Romana. Éste tenia la función de asistir al Pontífice en la celebración de los Santos Misterios, distribuyendo la Eucaristía entre los fieles y administrando, además, los bienes eclesiásticos.


Arrestado por el Prefecto de Roma en el año 258 después de Cristo, fue compelido a entregar al Fisco los bienes eclesiásticos que administraba. Éste, en vez de acoger la petición del romano Prefecto, le señaló a una turba de menesterosos: "Éstas son las verdaderas arcas de la Iglesia por el don inestimable de su Fe, y porque ellos nos convierten nuestras limosnas en tesoros imperecederos". Al no someterse a la voluntad de la autoridad imperial, fue tendido el santo mártir en una gran parrilla, debajo de la cual colocaron ascuas medio encendidas, haciendo su martirio más prolongado y más atroz.


Este martirio ha sido reconocido a lo largo de nuestro país, especialmente en la zona a la cual me honro en representar en este Senado, en donde se le ha venerado fielmente desde tiempo inmemorable.


Por ejemplo, en la Provincia de Tarapacá, a 107 kilómetros de Iquique, existe un conjunto de casas bajas cerca de una plaza sombreada por pimientos y algarrobos, abrigando a la antigua Iglesia, que data de 1640. Allí se le rinde culto a este Santo como patrono de los mineros y hacedor milagroso de lluvias, a quien anualmente se le otorgan festejos con cantos y danzas de los Pieles Rojas, los Promeseros, la Cruz del Calvario, entre otros, manifestándose así una suerte de mestizaje de forma y espíritu.


Lamentablemente, en 1955 se incendió la antigua iglesia y con ella se quemó la imagen venerada de San Lorenzo. Para su reemplazo se encargó la confección de otra, pero, al no ser del gusto de los feligreses, un indiecito de la zona realizó una nueva, más ceñida a la primera, retomando así el cariño de los lugareños.


La Festividad de San Lorenzo se repite a lo largo de Chile, tanto en las provincias de Aconcagua, Biobío, Coquimbo y O'Higgins. Esta última recibió del Vaticano un trozo de la parrilla donde fue martirizado este Santo, guardándose como una preciada reliquia por la comunidad minera de esa provincia.


Es innegable que el martirio sufrido por este Santo de la Iglesia nos mueve a reflexionar hasta qué punto la fe puede impulsar a un ser humano hasta situaciones de extremo sufrimiento, movido por la esperanza de alcanzar la vida eterna y promover así la fe a todos sus congéneres.


Precisamente, por este modelo de virtud, la sabiduría de nuestro pueblo ha sabido recogerlo —especialmente el gremio de los trabajadores mineros— y hacer propio el legado de virtud de este Santo.


Es de conocimiento de todos nosotros que el trabajo del minero, particularmente el del minero chileno, requiere de tremendo esfuerzo, de desgaste físico y, muchas veces, de aislamiento de los centros urbanos. Y a lo largo de los años estos trabajadores han sabido sacar de las entrañas de nuestra tierra las riquezas que ésta nos ha reservado, como el cobre, la plata, el oro y el salitre, entre otros, constituyendo para nuestra economía un fiel y fuerte puntal en todo momento.


En mi Región, Tarapacá, existen centros mineros en donde un gran sector activo se encuentra laborando tanto en la pequeña como en la mediana o gran minería. Algunos de estos centros mineros son Vilacollo, los Pirquineros de Choja, pequeños y medianos productores de minerales no metálicos, como el Salar Grande, Salar Surire, Volcán Tacora, Cordillera de Sillajhuay y Pampa Pissis. Y hay centros de mediana y gran minería metálica, en donde se ubican importantes yacimientos, como Cerro Colorado, Quebrada Blanca, Inés de Collahuasi, etcétera. Todos ellos están dispersos a lo largo de mi querida Primera Región.


Por consiguiente, señor Presidente, quiero aprovechar esta oportunidad para brindar un afectuoso saludo a este sector de trabajadores de nuestro país y rendirles homenaje por la infatigable labor que realizan, en el día de su Santo Patrono.

INSTALACIÓN DE SUCURSAL DE BANCO 

DEL ESTADO EN PICA. OFICIO
El señor LAGOS.— Señor Presidente, la Cooperativa Agrícola de Pica, Primera Región, me ha expuesto la necesidad de que el Banco del Estado de Chile instale una sucursal en esa localidad. Lo anterior se solicita fundamentalmente en atención a que dicha entidad bancaria ofrece la llamada "Libreta de Sello Verde", y opera con préstamos que otorga el INDAP, la CORFO, etcétera, muy importantes para el mejor sostenimiento y crecimiento de ese oasis y vergel agrícola del desierto.


En primeras diligencias, el Banco del Estado de Chile, sucursal Iquique, exigió a la referida Cooperativa un listado de los agricultores interesados y 20 estados de situación, los que fueron debidamente presentados el 22 de abril de 1994. Asimismo, se les solicitó el apoyo a autoridades y Parlamentarios de la zona.


Como desde esa fecha, 22 de abril de 1994, no se ha recibido respuesta alguna de la entidad bancaria, vengo en solicitar que se oficie en mi nombre al señor Presidente del Banco del Estado, pidiéndole que tenga a bien acceder a los requerimientos de la mencionada comunidad agrícola y se instale, con la mayor brevedad posible, una sucursal en Pica.


Cabe hacer presente que dicha localidad se encuentra a 170 kilómetros de Iquique, donde funciona la agencia de ese banco más cercana.


Muchas gracias.


—Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, en conformidad al Reglamento.
El señor DÍAZ (Presidente accidental).— Tiene la palabra el Honorable señor Cantuarias.

PROBLEMAS DE SECTOR PASIVO. OFICIOS
El señor CANTUARIAS.— Señor Presidente, deseo referirme a tres aspectos relativos a jubilaciones, pensiones y montepíos. Cada cierto tiempo, la atención del país se centra en ellos. Se habla mucho de los jubilados, pensionados y montepiadas en períodos de campañas políticas, de reajustes del sector público, activo o pasivo, y, también, cuando se resuelven aguinaldos de Fiestas Patrias o de Navidad. Justamente en estos días hemos sido informados del proyecto que el Ejecutivo ha preparado y enviado a la Cámara de Diputados con el propósito de conceder aguinaldos de Fiestas Patrias para el sector pasivo. Por eso, creo oportuno recordar y reponer parte de las iniciativas y conversaciones que hemos desarrollado en la materia. Como decía, ellas apuntan en tres sentidos.

Pensiones de viudez y montepíos


En este orden de materia, que denomino "de equidad y mejoramiento previsional", cabe señalar que el antiguo régimen previsional contempla dentro de sus beneficios una pensión de viudez en favor del cónyuge sobreviviente equivalente a 50 por ciento del sueldo base o de la pensión de jubilación, en su caso, cuando fallezca el trabajador o jubilado adscrito a dicho régimen. Excepcionalmente, en el sistema previsional de los afiliados a la ex Caja Ferro, se reconoce una pensión de viudez equivalente al 100 por ciento del sueldo base o de la pensión de jubilación, en su caso, cuando no existen beneficiarios de pensión de orfandad.


La situación descrita constituye una abierta discriminación arbitraria que atenta contra el principio constitucional de igualdad ante la ley, y resulta insostenible en el tiempo, principalmente para las más de 600 mil personas que en la actualidad perciben pensión mínima, dado que su exiguo monto no permite una subsistencia digna.


Datos recientes relativos a las pensiones de viudez y montepíos, nos dan cuenta de que, a julio de este año, 180 mil 180 personas —el 75 por ciento del total que paga el Instituto de Normalización Previsional— reciben por ese concepto una cantidad inferior aun a la pensión mínima. No deseo aburrir con cifras a los señores Senadores, pero creo necesario destacar que las personas que reciben entre 0 y 5 mil pesos son 145; entre 5 mil 1 y 10 mil pesos, 703; entre 10 mil 1 y 15 mil pesos, 8.189; entre 15 mil 1 y 20 mil pesos, 32 mil 133; entre 20 mil 1 y 25 mil pesos, 69 mil 932; entre 25 mil 1 y 30 mil pesos, 62 mil 286; entre 30 mil 1 y 35 mil pesos, 6 mil 792. Como he indicado, estos beneficiarios, que reciben menos de una pensión mínima —esto es, 35 mil 813 pesos—, representan el 75 por ciento de los adscritos al INP.


A nuestro juicio, para que exista una previsión auténticamente justa y digna será necesario corregir esta situación con la mayor brevedad posible, reconociendo al cónyuge sobreviviente el derecho al 100 por ciento del sueldo base o de la pensión de jubilación, en su caso, cualquiera que fuere la caja previsional a que se encontrare afiliado el causante. Debe recordarse que una parte significativa de los ingresos del afiliado ha estado destinada, precisamente, a financiar esta prestación, con el objeto de legar al cónyuge sobreviviente una pensión digna, que le permita subsistir sin grandes tropiezos en el futuro.


Los valores señalados y las cantidades que se están pagando mensualmente para parte importante de los sectores más pobres de la población creo que ahorran todo comentario.


Adicionalmente, se debe tener presente que esta iniciativa no significa ningún nuevo gasto para el Presupuesto Nacional, pues únicamente se traduce en trasladar a una persona distinta los recursos ya previstos en aquél en favor del imponente activo o jubilado del antiguo sistema. Es decir, a la respectiva caja de previsión (hoy, Instituto de Normalización Previsional) le es indiferente si el beneficio que está pagando corresponde a una pensión de jubilación o a una de viudez, pues en ambos casos su monto pasa a ser el mismo.


En mérito de estos antecedentes, en la sesión del 13 de septiembre de 1990 presentamos en la Sala un proyecto de ley destinado a corregir esta situación, iniciativa que denominados "Equidad y Mejoramiento Previsional", y que solicitamos fuera remitida al Ejecutivo para que le diera el patrocinio constitucional de rigor. Básicamente, nuestra proposición apuntaba a tres materias fundamentales. A saber:


1°. A nivelar las pensiones de viudez al 100 por ciento del sueldo base o de la pensión de jubilación del causante, según el caso, tal como —repito— ocurre en la actualidad con los ex cotizantes o beneficiarios de la ex Caja Ferro.


2°. A eliminar las diferencias arbitrarias que el régimen antiguo contempla entre los asignatarios de pensión de orfandad de las distintas ex cajas de previsión, uniformando los requisitos para optar a dichos beneficios. Ilustrábamos nuestra iniciativa con el ejemplo de los menores de 25 años y mayores de 18 que cursan estudios superiores, quienes podían tener derecho a pensión de orfandad en caso de fallecer su padre o madre, dependiendo de la caja de previsión a la cual estaba adscrito el causante. Así, si éste pertenecía al ex Servicio de Seguro Social, el menor no tenía derecho a pensión alguna.


3°. A suprimir toda cotización adicional al 7 por ciento de salud que corresponde al sector pasivo, como ocurre en la ex Caja Nacional de Empleados Públicos, cuyos pensionados deben cotizar 4 por ciento adicional, con lo cual disminuyen sus ingresos. El absurdo de esta cotización adicional no resiste mayores análisis.


En septiembre de 1991 —esto es, un año después de que presentáramos este proyecto de ley en el Senado y lo remitiéramos al Ejecutivo— el Ministro de Trabajo y Previsión Social de la época comunicó oficialmente que el Gobierno no lo patrocinaría. Con todo, cabe recordar que el actual Presidente de la República, durante su gira a la Región que, con orgullo y humildad, represento en el Senado, prometió el 3 de diciembre pasado en Curanilahue estudiar un mejoramiento de las pensiones de viudez y montepíos. Tengo en mis manos los recortes de prensa que dan cuenta de este hecho.


Dado que la materia en análisis reviste el mayor interés de la Corporación, me permito solicitar que se oficie a Su Excelencia el Presidente de la República, remitiéndole copia del proyecto de ley en referencia y pidiéndole que, previo estudio del mismo, tenga a bien otorgarle su patrocinio.


Cabe agregar que ya he presentado solicitudes en el mismo sentido, pero he obtenido respuestas que, como la que he citado de 1991, aún no dan cuenta de una resolución favorable sobre la materia. Sin embargo, después de conversaciones sostenidas con el señor Ministro de Trabajo y Previsión Social y de la entrega por mi parte de antecedentes como el compromiso del Presidente de la República en Curanilahue a que he hecho alusión, he adquirido la convicción de que la materia podría ser revisada y corregida, aun cuando sea en forma escalonada. Ello me ha llevado a solicitar el oficio que señalo.
Revalorización de Pensiones


En segundo lugar, señor Presidente, me referiré a la revalorización de pensiones.
.

Como es sabido, está vigente la ley N° 15.386, del 11 de diciembre de 1963, que creó el Fondo de Revalorización de Pensiones. Posteriormente, los decretos leyes N°s. 2.444, de 1978, y 2.547, de 1979, las revalorizaron.


No obstante la buena inspiración del legislador de la época —ley de 1963—, en el sentido que estas normas hicieran justicia social y a su vez otorgaran una justa retribución a los trabajadores por sus largos años de esfuerzo físico e intelectual, estas pensiones, con el tiempo se han visto desvalorizadas y reducidas a montos que no permiten a los jubilados y montepiadas satisfacer sus apremiantes necesidades económicas.


A pesar de que la fuente de financiamiento del Fondo de Revalorización de Pensiones se mantiene vigente, hoy en día por el descuento de un 2 por ciento se verifica todos los meses a los trabajadores afectos al antiguo sistema previsional y de un 3 ó 4 por ciento a los jubilados y pensionados de distintas ex cajas de previsión, desde hace 16 años las pensiones y montepíos no se han revalorizado con la consecuente pérdida de su valor real y el perjuicio que esto ha causado a todo el sector pasivo.


Por otra parte, no obstante los esfuerzos que han desplegado los gobiernos anteriores, entre otros por la dictación del D.L. 2.444, de 1978, y 2.547, de 1979, que revalorizaron las pensiones, la ley 18.549, de 1986, que otorgó un reajuste proporcional, la devolución del 10,6 por ciento por la ley 19.073, de julio de 1991, y el reajuste de las pensiones asistenciales, todas ellas han sido insuficientes para enfrentar el drama que hoy viven los jubilados y montepiadas.


El mecanismo automático de reajustabilidad aprobado por el Congreso Nacional dispuesto en 1993, no obstante sus aspectos positivos, produjo una distorsión real, considerando que en un mismo período de 12 meses a los jubilados se les concedió un reajuste de un 12,8 por ciento en circunstancias que al sector público por el mismo período le fue concedido un 15 por ciento.


La Cámara de Diputados se hizo cargo de esta situación y aprobó hace pocas semanas el proyecto de acuerdo número 56, que dice que ha resuelto "Solicitar a V.E.'' —está dirigido al Presidente de la República— "que, si lo tiene a bien y lo estima procedente, se sirva ordenar el estudio de un Proyecto de Ley que revalorice las pensiones y montepíos para el sector pasivo del país aplicando el Fondo de Revalorización de Pensiones creado por la Ley 15.386 de fecha 11 de diciembre de 1963 y los recursos que desde la última revalorización a la fecha se han acumulado, estableciendo el mecanismo que resulte más adecuado para su implementación."


Deseo decir que respaldo absolutamente esta resolución, y solicito que se oficie, en mi nombre, a la Presidencia de la República, pidiendo que se envíe el proyecto referido.


Aguinaldos del sector público


El tercer aspecto que deseo abordar en esta oportunidad, señor Presidente, es el de los aguinaldos del sector público activo o pasivo, que como en años anteriores, comienza a discutirse al acercarse las Fiestas Patrias.


Se ha dado a conocer a la opinión pública el proyecto enviado a la Cámara de Diputados que establece, para el sector pasivo, un aguinaldo de 5 mil 300 pesos, más 3 mil pesos por cada carga. Sobre el particular, cabe insistir —lo hemos hecho presente en años anteriores— respecto de la inconveniencia de tratar separadamente los aguinaldos de los sectores activo y pasivo, ya que ello sólo conduce, como ha ocurrido, a introducir diferencias que tienen muy poco de solidarias, a pesar de que apliquemos tal calificativo al sistema de seguridad social que ha regido la materia.


Los datos que tengo a la vista muestran cómo desde 1990 a la fecha revelan que las leyes dictadas han consagrado estas diferencias. No quisiera cansar a la Corporación entregando muchas cifras, pero cabe indicar que en ese año el aguinaldo fue de 2 mil 500 pesos para el sector pasivo y de 8 mil pesos para el activo y en 1991, de 4 mil 700 y 10 mil 200 pesos, respectivamente. Debo hacer constar que las cifras no se ajustan exactamente a la realidad, porque estoy considerando una carga por cada causante o pensionado, lo cual —entiendo— da, en promedio nacional, cantidades menores. Aplicando el mismo criterio, podemos decir que en 1992 el beneficio fue de 6 mil 300 pesos para el sector pasivo y de 12 mil 500 pesos para el activo. Me refiero a los aguinaldos de las remuneraciones más bajas, que es donde el impacto del mismo es más importante. En el caso del sector activo, han sido menores para quienes tienen rentas más altas, y son, porcentual y económicamente, menos importantes respecto del total de sus ingresos. Finalmente, en 1993, fue de 7 mil 300 pesos para el sector pasivo y de 16 mil pesos para el activo.


En esa oportunidad dijimos —queremos reiterarlo ahora— que, a nuestro juicio, un sistema verdaderamente solidario debería establecer aguinaldos uniformes y parejos. Es más: abrigo la esperanza de que el poco más de un tercio de los trabajadores del sector activo, los beneficiarios de aguinaldos que desde hace tiempo vienen siendo diferenciados respecto de los pasivos, puedan estar de acuerdo en sacrificar parte de lo que les correspondería recibir como aguinaldo, a fin de hacerlo uniforme y parejo con el del sector pasivo. Creo que el personal activo de la Administración Pública sería solidario y estaría dispuesto a realizar un sacrificio, porque entendería que, en definitiva, lo que estamos pidiendo al Gobierno es que disponga en un solo fondo la suma de los recursos que gastará en los aguinaldos de ambos grupos. Si así se hubiera procedido en años anteriores, las sumas pagadas por ese concepto habrían sido de 4 mil 600 pesos, en 1990; 5 mil 400, en 1991; 6 mil 700, en 1992; y 8 mil, en 1993, favoreciendo notoriamente a cerca de un millón 300 mil personas del sector pasivo.


Por consiguiente, considerando la discusión que sobre los aguinaldos se está llevando a cabo en este momento en la Cámara de Diputados, la que, ciertamente, se trasladará a esta Sala en los próximos días, y el hecho de que pronto se enviará el proyecto que otorga el beneficio al sector activo, solicito que se oficie nuevamente a Su Excelencia el Presidente de la República a fin de pedirle que recuerde lo que él mismo presenció cuando integraba esta Alta Corporación, en cuanto a la aspiración de muchos Senadores en orden a que los beneficios de esta índole se establezcan en forma verdaderamente solidaria, y sean, por lo tanto, parejos y uniformes, sin hacer diferencias entre el sector activo y el pasivo, cuyos ingresos y posibilidades son, por cierto, muy distintos.


Cabe señalar, como dato adicional y final, que mientras los trabajadores del sector activo han aumentado, fundamentalmente en la Administración Pública, en 17,5 por ciento, desde 1990 a 1993, esto es, en alrededor de 75 mil nuevos beneficiarios de estos aguinaldos, el sector pasivo lo ha hecho en apenas 4,1 por ciento. Y respecto de estos últimos, si se consideran las cifras desde 1991 en adelante, el número de ellos ha disminuido por cuanto en ese año eran 1 millón 330 mil 30; en cambio, en 1993, cuando se despachó la ley N° 19.243, alcanzaban sólo a 1 millón 305 mil. Es decir, en un mismo lapso, disminuyeron los beneficiarios del sector pasivo y aumentaron los del sector activo.


Creo que es tiempo de mostrar alguna solidaridad respecto de los pasivos, quienes, en verdad, se están muriendo antes de recibir beneficios, y de hacerles ver que deseamos tratarlos en la misma forma en que lo fueron ayer, cuando contribuyeron al desarrollo y crecimiento de nuestro país.


He dicho.


—Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, en conformidad al Reglamento.

_______________
El señor DÍAZ (Presidente accidental).— Solicito la anuencia de la Sala para que la Honorable señora Carmen Frei presida la sesión, en calidad de Presidente accidental, pues deseo usar de la palabra.


Acordado.


—Pasa a presidir la sesión la Senadora señora Carmen Frei.

_______________
La señora FREI (Presidenta accidental).— Tiene la palabra el Honorable señor Díaz.

CONSERVACIÓN DE BOSQUE NATIVO EN 

SEXTA REGIÓN. OFICIOS
El señor DÍAZ.— Señora Presidenta, mi intervención tiene por objeto dar a conocer una situación que se vive en la ciudad de San Fernando,


Se trata de un bosque nativo centenario, de 2 mil 500 hectáreas, de excepcional belleza y condiciones muy especiales, cuyo nombre es "Huemul Alto", en donde se encuentra el roble     —denominado "nothofagus oblicua"—, el más notable y extraordinario del sector norte de Chile. Existen otros en Cantillana, cerca de Angostura y en Romeral, Quillota, pero de ninguna manera podrían compararse con él, porque son bosques relativamente pequeños y aislados. Éste constituye la masa boscosa más grande de la parte septentrional de Chile. Es más: por su condición específica y centenaria y su ubicación en el valle central, es un verdadero padre protector de otra serie de árboles en extinción: coihués, cherquenes, arrayanes y otros, que más al norte casi no se ven.


Cabe señalar que el bosque es de propiedad privada y su dueño tiene autorización legal de la CONAF para talarlo, siempre bajo el manejo de ésta. Ello ha provocado una reacción masiva y espontánea de toda la ciudadanía, especialmente de la comuna de San Fernando, porque observan que un bosque de tal calidad y extraordinaria belleza paisajística —que puede ser cortado de acuerdo con la legislación vigente—, indiscutiblemente, desaparecerá.


San Fernando tiene también otra razón para estar preocupado, porque invierno tras invierno los cauces naturales de los ríos Tinguiririca y Antivero, cuyos afluentes son el Clarillo y el Rondadero, prácticamente se desbordan y aniegan la ciudad. Y existe una relación muy lógica entre las inundaciones y la erosión que se está produciendo por la tala de todos los bosques vecinos a la cordillera, hacia el oriente. 


Por otra parte, además de poseer belleza natural y de ser un bosque reditual y de gran valor desde el punto de vista del paisaje y de reliquia nativa, es un verdadero protector no sólo de la tierra, sino también de la flora y fauna. Invito a la señora Presidenta y a quien desee ir allá, para que disfrute de la hermosura de Huemul Alto, en donde, al lado de los senderos cubiertos de finos trumaos, se encuentran añañucas rojas y, en sus cielos, cóndores gregarios, tricahues, choroyes, y una serie de aves que en este momento se hallan realmente en extinción.


Todo lo anterior provocó una reacción a nivel de San Fernando y de toda la zona que se ha transformado en un verdadero movimiento de defensa del bosque nativo, acción que fue después regionalizada, porque, en una ceremonia muy emotiva y solemne, el señor Intendente de la Sexta Región, SEREMIS, gobernadores, alcaldes, autoridades, grupos de scouts y de diferente índole, firmaron un compromiso de defensa del bosque nativo básicamente tomando en cuenta Huemul Alto. Con posterioridad, puse la situación descrita en conocimiento de los señores Ministros de Agricultura, don Emiliano Ortega, y de Bienes Nacionales, doña Adriana Delpiano. Luego de muchas conversaciones sostenidas con el propietario del predio, quien es una persona que entiende el problema y se ha sentido presionado por la comunidad, propuso una fórmula de solución: permutar su bosque Huemul Alto por otro que le entregue el Fisco, equivalente a una cantidad similar, en miles de pulgadas, que esté en condiciones de ser explotable desde el punto de vista forestal y maderero. Nos parece una buena fórmula, y los dos señores Ministros mencionados, en conocimiento de ella, me dijeron que la oficializara.


A mi juicio, para el Senado, que permanentemente se ha preocupado por la ecología —hace un momento escuché una excelente exposición de la Senadora señora Carmen Frei, quien justamente en su intervención tocó estos temas—, este caso constituye un punto claro, preciso y puntual de cómo defender nuestro medio ambiente. Y por eso considero adecuada la fórmula: permutar Huemul Alto, reserva forestal reditual, bosque centenario maravilloso, por un predio que posea Bienes Nacionales, CONAF, u otra entidad estatal.


En definitiva, solicito oficiar a los señores Ministros de Agricultura y de Bienes Nacionales a fin de que tengan a bien facilitar los trámites para realizar esa permuta, y de que una vez adquirido Huemul Alto por el Fisco sea destinado a parque nacional.


Sé que el señor Ministro de Agricultura tiene gran interés sobre el tema. En los pocos meses que lleva en su cargo, me parece que son seis los declarados parques nacionales en Chile, y existe un respaldo muy notable del Gobierno del Presidente Frei a esta acción, la cual es posible concretar en términos muy convenientes, tanto para la Región y el país como para el dueño del predio, quien, obviamente, lo compró para trabajar el bosque y al que deben respetarse sus derechos de propiedad y de explotación. Son dos derechos que pueden conciliarse a través de un buen diálogo, en el deseo de la comunidad de preservar una verdadera reliquia y un santuario vegetal.


He dicho.


—Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, en conformidad al Reglamento.

______________
La señora FREI (Presidenta accidental).— Solicito el asentimiento de la Sala para el que el Honorable señor Díaz presida la sesión, en calidad de Presidente accidental.


Acordado.


—Pasa a presidir la sesión el Senador señor Díaz.

______________
El señor DÍAZ (Presidente accidental).— Tiene la palabra el Honorable señor Matta.

SITUACIÓN DE LA VIVIENDA RURAL. 

OFICIO
El señor MATTA.— Señor Presidente, en realidad, resulta difícil introducirse en el problema de la vivienda rural, sobre todo cuando es uno de los temas que producen una natural discordia en la mente de toda persona.


Esa natural discordia se origina por cuanto hay en juego dos visiones que polarizan nuestro análisis. Por un lado, está la perspectiva de entender el problema de la vivienda como una necesidad básica de todo ser humano, respondiendo a un instinto de conservación. Ello hace que el estudio se realice con criterios más pasionales que racionales, lo que implica una visión subjetiva de la cuestión a considerar.


Desde la otra perspectiva, esto es, la racional, el problema de la vivienda se traduce necesariamente en un análisis complejo y de difícil solución, la situación que afecta a la vivienda rural pasa por la existencia de recursos económicos, tanto públicos como privados, insuficientes.


Por tanto, el tema de la vivienda rural hay que saber conjugarlo. Esto es, teniendo presente que constituye un problema de necesidades básicas, sin olvidar que su solución pasa por la obtención y manejo de recursos económicos que son, evidentemente, escasos.

El Gobierno de la Concertación y el

problema heredado de la vivienda


Cuando en 1990 asumió el primer Gobierno de la Concertación de Partidos por la Democracia, respecto al tema que revisamos se plantearon una serie de metas, a las que la coalición de Gobierno ha buscado dar efectiva solución, y que constituyen la promesa de un futuro más justo y digno.


En efecto, la Concertación de Partidos por la Democracia, en su Programa de Gobierno por los años 1990-1994, estableció las pautas por las cuales el Gobierno de la Concertación habría de conducir su acción en materia de vivienda. Se partía, en aquel entonces, de los siguientes presupuestos:


"1.— En los últimos 16 años (1973-1989) se había elevado el déficit habitacional en el país.


"2.— Una consecuencia necesaria de esta situación, era la existencia del drama de los allegados.".


Esto condujo a que se fijó como prioridad fundamental para dicho Gobierno un programa habitacional.


Con esos antecedentes, en el programa de Gobierno se diseñaron varias líneas de acción, a saber:


"1.— Ampliación del sistema de subsidios;


"2.— Corregir las deficiencias del sistema financiero para entregar créditos complementarios;


"3.— Aquellos que no logren acceder al programa de subsidios, podrán optar por el programa de viviendas sociales".


Con ese objeto se señaló "que el desarrollo de un programa de viviendas para los más pobres requerirá de una acción preferente del Estado junto a la colaboración de las organizaciones propias de la comunidad. Para lo cual se implementarán una serie de medidas técnicas, como lo son el planeamiento del diseño de la vivienda social, la simplificación de las normas de asignación habitacional, etcétera".


"4.— Mejorar el programa de urbanizaciones con infraestructura sanitaria, ofreciendo apoyo a la autoconstrucción.


"5.— Reconocer la importancia debida a las obras de equipamiento comunitario.".


Pero estos lineamientos se contrastaron con una realidad aún mucho más dura de lo que aparecía, una vez que la alianza política llegó al Gobierno en 1990.


Durante el primer año, el Ministerio de Planificación y Cooperación (MIDEPLAN) realizó su primera encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional (CASEN), con el objeto de evaluar la situación socioeconómica del país que entraba a gobernar.


Dicha encuesta arrojó los siguientes antecedentes:



1.— Condiciones de habitabilidad en que residen los hogares.


En esta área se constató que, en los sectores rurales, 38,4 por ciento de los hogares vivía en condiciones deficitarias, esto es, muros, techos y pisos están construidos o con materiales de desecho, configurando lo que comúnmente denominamos "callampas, rucas ranchos y chozas", o con materiales ligeros, como son las "mediaguas".


Ejemplos de estas circunstancias hay muchos, pero destacan dos. En la Séptima Región del Maule, 22 por ciento de sus hogares vivía en condiciones deficitarias, esto es, en "callampas" y "mediaguas". Otra situación límite era la de la Segunda Región de Antofagasta, en la que aproximadamente 12 por ciento de su población habitaba en "callampas".


En lo referente a las condiciones de salubridad; es decir, el acceso al agua potable, el sistema de eliminación de excretas y el acceso a la energía eléctrica, era otro problema por superar. Se señala que 12,1 por ciento de la población nacional vivía en condiciones de salubridad deficitarias. Pero en regiones la situación era más aguda. Por ejemplo, en la Séptima Región del Maule, 41 por ciento de los hogares presentaba un nivel de salud adecuado, quedando el resto de éstos en situación deficitaria en la materia, es decir, 59 por ciento.


Si comparamos las condiciones de salubridad entre las viviendas urbanas y las rurales, encontramos que, mientras 85 por ciento de las viviendas urbanas contaba con buenos servicios de electricidad, agua potable y eliminación de excretas, en las zonas rurales 85 por ciento de los hogares presentaba una situación de regular a mala.


En cuanto a la posesión de los terrenos, en los sectores rurales 47,3 por ciento correspondía a ocupaciones de hecho, que vulgarmente se denominan "tomas".



2.— Acceso a la vivienda.


Más de la quinta parte de las familias tenía una relación precaria con su morada, lo que planteaba un problema de graves consecuencias, sobre todo por cuanto tal situación implica inestabilidad. Esta circunstancia se traduce en la existencia de tomas de terrenos, como también de cesiones de terrenos, situaciones de suyo precarias, ya que la protección jurídica de estas condiciones es mínima, lo que conlleva a que las familias que se encuentran en esa situación estén expuestas a ser expulsadas de sus viviendas por la sola voluntad de sus legítimos propietarios.


Ahora, "los hogares urbanos no se diferenciaban de los rurales en cuanto a la proporción de propietarios de su casa, sino en la correspondiente a los que están comprándola, 13.6 por ciento versus 2.9 por ciento, respectivamente, lo que reflejaba la escasez de mecanismos financieros de crédito hipotecario adecuados a las condiciones de las zonas rurales. Lo más distintivo, sin embargo, se observaba en las categorías que reflejan condiciones precarias de tenencia, que alcanzaban gran relevancia en las zonas rurales, donde afectaban a 47.3 por ciento de los hogares en relación con la ocupación de sus sitios, y a 41.2 por ciento, con sus viviendas.".


En consecuencia, el problema da la precariedad en la tenencia del sitio señalada anteriormente tiene su manifestación más aguda en las zonas rurales.



3.— Dimensión de la familias sin casa.


En Chile, el año 1990, un millón 354 mil hogares mantenían situaciones de allegamiento, lo que correspondía a 42.3 por ciento del total de hogares en el país. Esta situación residía en la insuficiencia del parque habitacional para posibilitar el acceso de todas las familias a un alojamiento que les permitiera el grado de autonomía indispensable para el desarrollo de sus funciones, sin interferencias no deseadas. En esta forma, el allegamiento incidía, e incide, en la convivencia forzada de hogares y de núcleos familiares.


A todos los datos reseñados se agregaron nuevas cifras que indicaban que, de las cien comunas más pobres del país, 84 eran rurales; que el ingreso monetario per cápita de las zonas urbanas era 50 por ciento superior al de las zonas rurales, y que el analfabetismo era cuatro veces mayor al de las áreas rurales.


Todos estos antecedentes influyeron en la formulación de la política habitacional del Gobierno de la Concertación, presidido en la época por Patricio Aylwin, la que pasamos rápidamente a revisar.

Política Habitacional de la Concertación de 

Partidos por la Democracia


Señalábamos ya que la Concertación había presentado al país los lineamientos de lo que sería su futura política habitacional. Además, determinábamos la realidad objetiva a la que se enfrentó la coalición de Gobierno.


Así, "al desafío de los déficit habitacionales y urbanos heredados se agregó la necesidad de cambios sustantivos en la política y su implementación, de modo de hacer realidad el nuevo enfoque de política social del Gobierno del Presidente Aylwin. Si bien la factibilidad de logros significativos en lo cuantitativo estaba relacionada con el aumento de los recursos, las modificaciones derivadas de los criterios reseñados juegan un rol en el mejoramiento de la capacidad de gestión que potencia sus resultados, al permitir canalizar aportes no convencionales en este esfuerzo e involucrar en el proceso a los beneficiarios y otros agentes privados.


"La orientación de la política de vivienda del Gobierno de la Concertación persigue enfatizar que el Estado tiene la función de facilitar a los diversos sectores socioeconómicos las condiciones para acceder a la vivienda, en hábitat adecuado. Esto implica favorecer tanto a sectores bajos como medios (redistribución); otorgar mayores recursos a las soluciones habitacionales más baratas (progresividad); permitir el desarrollo regional, de acuerdo con sus propias opciones (regularización); ponderar mayor número de factores socioeconómicos, más allá del ahorro; permitir la participación en forma colectiva (comités de vivienda y cooperativas), o sea, libre asociación, y la adhesión del Estado a la empresa que los más pobres emprenden para adquirir su vivienda (solidaridad).".


Estos antecedentes encuentran natural cauce en políticas ya confeccionadas por el Estado, como también en nuevos mecanismos promovidos por la Concertación. Dentro de las primeras encontramos mecanismos para lograr superar el problema de la vivienda, basados en el esfuerzo compartido con los beneficiados, como es el caso del incentivo al ahorro de las familias para poder acceder a una solución habitacional adecuada, a través del programa de "Subsidio General Unificado", donde el Estado juega un papel subsidiario, aportando gran parte de los fondos para poder adquirir los bienes inmuebles. Otra modalidad está dada por el esfuerzo unilateral del Estado, respondiendo a los criterios de solidaridad establecidos a través del "Subsidio Habitacional para la Atención del Sector Rural".


A estos programas se agregan otros implementados por el Gobierno del Presidente Aylwin, y que vienen a materializar las promesas de la Concertación —y reiteradas por el Presidente Frei—, a saber: el Programa de Vivienda Progresiva, el Programa de Construcción, Ampliación y Mejoramiento de Viviendas, y el Programa de Mejoramiento Habitacional.


Adentrándonos en el problema del subsidio habitacional rural, y sin detenernos en los requisitos y formalidades para acceder a él, es dable puntualizar que este programa constituye un esfuerzo unilateral del Estado para dar solución efectiva al problema de la vivienda en este sector, por cuanto es él el que hace el esfuerzo, en la medida de lo posible, desembolsando cantidades de dinero que después no se recuperan en las arcas fiscales, pero que sí justifican la inversión en la medida en que favorece a sectores que son importantes para el Gobierno nacional. Es efectivo que este beneficio no alcanza para todos, pero es tarea de todos y cada uno de nosotros hacer que nuestro país crezca, lo que redundará en un aumento de los aportes destinados a subsanar el déficit habitacional.


Personalmente creo que es tarea primordial de los Gobiernos Regionales, Provinciales y Comunales tender a dar solución a estos problemas. Y específicamente la dificultad básica de la asignación de subsidio rural radica en la situación de la tenencia de los predios sobre los que se pretende este beneficio, porque, como lo señalamos en su oportunidad, 47 por ciento de las posesiones de terrenos corresponden a "tomas" en los sectores rurales, lo que implica que la labor de los Gobiernos deba orientarse primeramente a dar solución a este entredicho, en la medida en que es requisito esencial la regularidad de la tenencia de un sitio donde poder construir la solución habitacional subsidiada.


No hay que olvidar el aporte que a esta causa han de hacer tanto los sectores privados como las ONG, que juegan papel primordial en el desarrollo regional y rural. Como contrapartida, a este legislador lo obliga a promover de la manera más armónica posible, y dentro del ámbito propio en que nos desenvolvemos, una participación más justa del presupuesto de nuestra nación en materias sociales.


Pero, a pesar de todo esto, surgen críticas al programa de subsidios rurales. Es cierto que los requisitos para postular a éste han aumentado, imposibilitando el acceso de ciertos sectores a la solución habitacional. Según información que disponemos del Centro Regional de Asistencia Técnica y Empresarial (CRATE), ubicado en Talca, con las últimas modificaciones al decreto supremo N° 167, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1986, que reglamenta el sistema de subsidio habitacional para la atención del sector rural, han aumentado las exigencias para acceder a este plan de subsidios, lo que ha derivado en la reducción de la superficie construida de la vivienda subsidiada, por cuanto los montos asignados se han visto disminuidos.


Otro antecedente importante de destacar es que, en la práctica, este aumento de exigencias redundó en que, de los cien postulantes al subsidio habitacional rural, asesorados por el CRATE, 60 por ciento de ellos no fue beneficiado con este programa.


Esto es así porque, aun cuando los problemas habitacionales sean importantes cuantitativamente, lo cierto es que la política habitacional formulada por el Gobierno no busca, con un criterio de solidaridad, ayudar a sectores que estén aún más postergados. Estos sectores son aquellos chilenos que todavía viven en la indigencia, y que de acuerdo con las cifras entregadas por MIDEPLAN alcanzarían actualmente a 10,6 por ciento de la población rural nacional en esta condición.


Pero, si bien la situación crítica de este sector de nuestra población no encuentra solución inmediata, la comunidad nacional ha hecho grandes esfuerzos por salvar esta oprobiosa situación. En efecto, los indicadores de la superficie total de viviendas iniciadas y proyectadas, al año 1992, señalaban un total de 9 millones 640 mil 409 metros cuadrados construidos, correspondientes a 268 mil 725 casas, cifra equivalente a un tercio de todas las casas construidas durante el período 1973-1989.


En su acceso a la propiedad los diferentes estratos sociales han contado con el aporte de recursos del Estado por intermedio de las políticas habitacionales; 31 por ciento de quienes habitan en casa propia accedió a algún tipo de subsidio, lo que equivale a aproximadamente 605 mil hogares.


Ahora, la distribución de estos subsidios entre las diferentes regiones del país tiende a concentrarse en la zona central, entre las Regiones Cuarta y Octava, incluyendo la Metropolitana.


Durante el primer período del Gobierno de la Concertación, el gran logro de su política habitacional ha sido obtener que el déficit progresivo de viviendas, existente al momento de asumir su Administración, se paralice completamente, eliminando el caos producido por el aumento anual de la demanda habitacional.


Otro logro lo constituye el hecho de que la implementación de la política habitacional ha influido en la superación, en alguna medida, de los altos índices de pobreza heredados, y especialmente en el sector rural, por cuanto el subsidio habitacional, en forma indirecta, ha aumentado los niveles de ingreso de los sectores más postergados, en cuanto permite que los dineros que la gente gastaba en el pago de sus soluciones habitacionales lo destine a otros gastos. Un antecedente que avala estos dichos es que el subsidio habitacional, como inversión del Estado, aporta alrededor de 24 por ciento de los ingresos autónomos del hogar de los sectores más pobres, y 77 por ciento de los ingresos por concepto de costos de alojamiento.


Una reflexión final sobre esta materia apunta en el sentido de que una redistribución de la inversión habitacional en beneficio de los sectores más pobres podría tener un impacto considerable en su calidad de vida, superior a la pérdida que experimentarían los sectores medios.


Aun cuando estos antecedentes sean halagüeños, el problema de la vivienda aún sigue siendo objeto de la política social del actual Gobierno y de los Parlamentarios que lo apoyamos.


Finalmente, señor Presidente, solicito oficiar, en mi nombre, al señor Ministro de la Vivienda y Urbanismo a fin de que dé a conocer las políticas que se encuentra implementando dicha repartición pública en orden a ampliar el actual mecanismo del subsidio rural.


He dicho.



—Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, en conformidad al Reglamento.
El señor DÍAZ (Presidente accidental).— No habiendo otros señores Senadores que deseen usar de la palabra, se levanta la sesión.



—Se levantó a las 14:44.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción






